		Boletín N° 1035-07-1.

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia recaído en el proyecto de ley sobre las libertades de opinión y de información y el ejercicio del periodismo.

_______________________________________________________________________________

Honorable Cámara:

	Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en primer trámite constitucional y primero reglamentario, sobre el proyecto de ley  individualizado en el epígrafe, iniciado por Mensaje de S.E. el Presidente de la República.

	Durante el estudio de esta iniciativa legal, concurrieron al seno de vuestra Comisión los señores Ministros Secretario General de Gobierno, Enrique Correa, Víctor Manuel Rebolledo y José Joaquín Brunner; el Subsecretario del Ministerio  Secretaría General de Gobierno, Edgardo Riveros; el Director de la Secretaría de Comunicación y Cultura, Eugenio Tironi; los Asesores Jurídicos de esa Secretaría de Estado,  Jorge Jorquera y Ernesto Galaz; los Presidentes, Vicepresidente y Consejeros del Colegio de Periodistas,  Zenén Conejeros y Paulino Ramírez, Guillermo Hormazábal, Lidia Baltra, Juan Aguad, Alfredo Guillard, Oriana Zorrilla y Alfredo Olivares; el Presidente, Secretario General,  Consejeros y Asesor Legal de la Asociación Nacional de la Prensa (ANAP), Carlos Paul Lamas, Fernando Silva, Jorge Babarovic, Héctor González y Jaime Martínez; el Presidente, Vicepresidentes,  Secretario General y representantes de la Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI), Ernesto Corona,  Víctor  Kleinkopf, Santiago Chiesa, Jaime Herrera, César Morfino y Alfredo Matte; la Directora de la Escuela de Periodismo de la Universidad Católica de Chile, Eliana Rozas; la Directora de la Escuela de Periodismo de la Universidad Andrés Bello, Eliana Jimenez de la Jara; el Coordinador Académico de la Universidad Diego Portales, Luis Alvarez Baltierra; el abogado y periodista Thomas Mc Hale; el  Presidente de la Federación Nacional  de Medios de Comunicación Social de Chile,  Jorge Navarrete y, por la Asociación Nacional de Televisión, los señores Alfredo Escobar y Juan Antonio Alvarez.

	Con el propósito de disponer de antecedentes de interés para el estudio de esta iniciativa legal, vuestra Comisión solicitó y obtuvo diversos estudios, ensayos,  recortes de prensa y legislación comparada, que figuran en los antecedentes del proyecto.

	La Biblioteca del Congreso Nacional proporcionó estudios sobre los “Requisitos para ejercer el periodismo en el derecho positivo nacional y extranjero”; “La cláusula de conciencia. Países que la contemplan en su legislación”, y “La concentración empresarial en los medios de comunicación”, elaborados por su Unidad de Estudios y Publicaciones.

	Entre los ensayos que se tuvieron a la vista, pueden mencionarse el “Estatuto constitucional de la información y opinión”, del profesor José Luis Cea Egaña;  “Legislación sobre medios de comunicación social”, de Miguel González P., abogado, periodista e investigador del Centro de Estudios Públicos; “La Empresa periodística en España”, de Alfonso Nieto; “La colegiación obligatoria de periodistas”, opinión consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, a solicitud del Gobierno de Costa Rica; “La cláusula de conciencia de los periodistas en la Constitución Española de 1978”, de Marc Carrillo; “La cláusula de conciencia: un Godot constitucional”, de T. Cuadra-Salcedo Fernández de Castillo”; “Las libertades y la información. Marco jurídico de los servicios de información”, de Marcelo Bauzá; “Liberta di stampa e diritto all’informazione nelle democrazie comtemporanee”(con particolare riguardo a Francia, RFT e USA), di Antonio Baldassarre.“Le statut de la presse”, Notes et etudes documentaires (París) 1990, y “La liberté de la presse aux Etats-Unis”, Notes et etudes documentaires (París).

	El Ministerio Secretaría General de Gobierno hizo entrega de un estudio sobre el “Pluralismo y concentración de la propiedad de los medios de comunicación”, en el cual se aborda el tema de la concentración de la propiedad de los medios de comunicación en la legislación comparada de Europa y Estados Unidos, en función de garantizar el pluralismo.





Consideraciones generales.

	La condición humana es inseparable de la comunicación. 

	El desenvolvimiento del ser humano, tanto en el plano individual como en el colectivo, reconoce como prerrequisito a la comunicación. Mediante ella el ser humano desenvuelve, acumula y transmite la cultura. Es, a la vez, el instrumento para la sociabilización, el desarrollo emocional y el aprendizaje.

	La lucha por la comunicación humana se inscribe en la inacabable disputa del hombre por su pleno desenvolvimiento en un marco de justicia y libertad, quizás por el hecho de ser la información, en sí misma, poder. Por eso mismo, en la medida en que se la comunique, se la haga común, se posibilita que cada persona y la colectividad en que se desenvuelve, cada una en su respectiva esfera, sean artífices de su propio destino.

	Resulta innegable, por lo expresado, que el derecho a la comunicación es un derecho humano de naturaleza primordial, tanto, que es imposible imaginar la vigencia práctica de cualquier otro derecho humano sin el previo aseguramiento de la comunicación.

	El derecho a la comunicación tiene una precedencia lógica sobre los derechos de opinar y de informar, por su mayor  amplitud conceptual y, también, en cuanto protege la exteriorización, pública o privada, de la información, entendiendo por tal las emociones, creencias, sentimientos, opiniones, datos y noticias propias o ajenas.

		--------

	En el plano nacional, la Constitución asegura en su artículo 19, N° 12, � la libertad de opinión y la libertad de información.

	Desde un punto de vista doctrinal, la libertad de opinión es entendida como la facultad de toda persona para exteriorizar por cualquier medio y en cualquier forma, sin coacción ni censura previa, lo que piensa y cree. 

	La libertad de información, complementaria de la anterior, como aquélla que hace  partícipe a los demás de ese pensamiento, de esas creencias y da a conocer hechos del acontecer nacional e internacional. 

	Conlleva la libertad de acceder a las fuentes de información y opinión, la libertad de difundir, comunicar o transmitir lo hallado en tales fuentes o que proviene de ellas y la libertad de recibir la información. En síntesis, supone el reconocimiento y protección de la libertad de buscar, de recibir y de transmitir  información.

	El dar opiniones, consecuencia natural y directa del proceso de pensar, implica hacerlas conocer por otros y difundirlas por los medios que la naturaleza y la técnica han colocado al servicio del hombre.

	En cuanto a la titularidad de la libertad de información y, por consiguiente, de todos los derechos que la integran, no cabe duda de que corresponde a todos los ciudadanos. 

	No obstante lo expresado,  hay una categoría de entes y de ciudadanos que, de facto, ejercen más frecuentemente el derecho a comunicar información, puesto que esa es, precisamente, su profesión. 

	Los medios de comunicación social y los periodistas individualmente considerados, cumplen una función informativa, de intermediarios naturales entre la noticia y los ciudadanos, que es básica para el mantenimiento de una comunicación pública libre. Esta razón justifica la preferencia en el ejercicio del derecho a informar que se les reconoce, pero que no alcanza a atribuirles privilegios en el ejercicio de la libertad de información. 

	No hay inconveniente en entender que el derecho a difundir las ideas y opiniones comprende, en principio, el derecho de crear los medios materiales a través de los cuales la difusión se hace posible, dentro de ciertos límites.

	Desde ya, es necesario respetar el ejercicio del mismo derecho a otros sujetos, dado el hecho de que nadie puede ejercer un mismo derecho fundamental de tal forma que impida a los demás el ejercicio del mismo. De producirse, constituiría un claro abuso de derecho.

	El derecho a buscar información, que constituye el primer eslabón de cualquier proceso comunicacional, conduce naturalmente a lo que quizá sea el asunto más delicado del derecho a la información, consistente en encontrar un punto de equilibrio entre el interés del público y el de los medios en el libre acceso a ella y la protección de los derechos privados y los intereses públicos de naturaleza vital, como la soberanía nacional, la seguridad del Estado o el orden público, que la difusión de información puede dañar.

	De ahí que las libertades analizadas se encuentren estrechamente vinculadas con el “respeto y protección a la vida privada y pública y a la honra de las personas y de su familia”, que garantiza el artículo 19 de la Constitución en su número 4°, cuya infracción, cometida a través de un medio de comunicación social, es constitutiva de delito y conlleva la sanción que determine la ley, lo que en la actualidad hace la ley N° 16.643, sobre Abusos de Publicidad. 

	Para que ello sea factible se requiere, según el mismo precepto, que la infracción “consistiere en la imputación de un hecho o acto falso, o que cause injustificadamente daño o descrédito a una persona o a su familia”. “Con todo, el medio de comunicación podrá excepcionarse, probando ante el tribunal correspondiente la verdad de la imputación, a menos que ella constituya por sí misma el delito de injuria a particulares. Además, los propietarios, editores, directores y administradores del medio de comunicación social respectivo serán solidariamente responsables de las indemnizaciones que procedan”.

	De igual forma y en razón del interés público comprometido, en situación de guerra externa, de guerra interna o conmoción interior, o de calamidad pública, declarados el estado de asamblea, el estado de sitio o el estado de catástrofe, respectivamente, el Presidente de la República puede, con arreglo al artículo 41 de la Constitución, suspender o restringir la libertad de información  y de opinión, en el primer caso, o solamente restringirlas, en los demás.

	El derecho a recibir información, debe referirse a información veraz, a información verdadera, puesto que es la base sobre la cual la persona tomará las decisiones que afecten  sus intereses y necesidades. La veracidad incluye  la no manipulación de la información.

	Muchos opinan que las únicas fórmulas que aseguran informaciones veraces están dadas por las que provee el pluralismo informativo, instrumento que permite el cotejo a partir de la diversidad.

	El derecho a recibir información difiere según ante quien se ejerza. Si es ante el Estado o frente a los particulares.

	En la relación comunicacional particular-Estado, la contrapartida del derecho de aquél es la obligación de este último, configurándose así el principio de la publicidad de los actos del gobierno.

	Con relación a los particulares, la relación es prácticamente inversa, puestos éstos se rigen por las leyes básicas que regulan su intimidad, fundadas en el artículo 19, N° 4°, de la Carta Fundamental, que garantiza el respeto y protección a la vida privada y pública y a la honra de la persona y su familia.

	Integra también el derecho a recibir información la defensa contra cualquier forma de censura, en la fuente o en el medio, o contra cualquier intento de personas públicas o privadas de escamotear, distorsionar o evitar la libre circulación de las ideas.

	El derecho a dar o transmitir información, contempla tanto el derecho de transmitir información u opinión propia como la de terceros, cualquiera que sea el procedimiento legal de su obtención.

	Estos derechos se ejercen, de acuerdo con el constituyente,  sin censura previa, pero bajo la exigencia de la responsabilidad, lo que significa que quienes hagan uso de ellos deben responder de los delitos y abusos que se cometan y afrontar las consecuencias penales y civiles que una ley especial establezca, la que debe ser de quórum calificado, cometido que hoy en día cumple la  ley N° 16.643, sobre Abusos de Publicidad, que el proyecto sustituye y deroga.

		--------

	La información y el derecho a la información generan el derecho de la información, que busca sistematizar y ordenar, como lo hace el proyecto, los diversos instrumentos e instituciones jurídicas que corporizan y regulan el derecho “a” la información, conforme con los principios constitucionales básicos de este último.

		--------

	Los derechos mencionados en los restantes párrafos de este número 12 constituyen contenidos diferenciados de las libertades de opinión y de información y, como tales, plantean, cada uno, una problemática específica.

	De ellos, el proyecto desarrolla el derecho a réplica y, parcialmente, el relativo a los medios de comunicación social.

	El derecho de réplica se consagra en favor de “toda persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por algún medio de comunicación social”, que le permite exigir que éste difunda, gratuitamente, “en las condiciones que la ley determine” esa declaración o rectificación.

	El adverbio “injustamente” tiene por finalidad restringir el derecho a réplica sólo a las alusiones contrarias a la razón, a la equidad o a la justicia, evitando así que se ejerza fundado en una mera referencia.

	En relación con los medios de comunicación social, la Constitución, en su texto original, distinguía, de acuerdo con la titularidad de los mismos, tres categorías.

	-- Los medios de comunicación social escritos, respecto de los cuales   garantiza el derecho de toda persona natural o jurídica de fundar, editar y mantener diarios, revistas y periódicos, en las condiciones que señale la ley.

	-- Los medios de comunicación  audiovisuales, respecto de los cuales permite que el Estado, aquellas universidades y demás personas o entidades que la ley determine, puedan establecer, operar y mantener estaciones de televisión, consagrando, además, la existencia de un Consejo Nacional de Televisión, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación.

	-- Los medios de comunicación social de radiodifusión sonora, respecto de los cuales hoy  no existe una mención expresa en la Constitución, desde que se cambiara la denominación del “Consejo Nacional de Radio y Televisión” por “Consejo Nacional de Televisión”, en virtud de la reforma constitucional contenida en la ley N° 18.825, y se suprimieran las  atribuciones de dicho Consejo para velar por el correcto funcionamiento de este medio.

	Ello no implica, sin embargo, desconocer la titularidad de la radiodifusión, sino que someterla al régimen de concesión, justificado en razón de que las ondas del espectro radioeléctrico son bienes nacionales de uso público.

		--------

	Los derechos relacionados con el establecimiento, operación y mantención de estaciones de televisión, con el Consejo Nacional de Televisión y con el sistema de censura para la exhibición y publicidad de la producción cinematográfica han sido abordados por otros textos legales: La ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones; la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, y el decreto ley N° 679, de 1974, sobre calificación cinematográfica.

		--------

	En el ámbito del derecho internacional, cabe tener presentes las siguientes convenciones:

	La Declaración Universal de los Derechos Humanos, que en su artículo 19 dispone que “Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y de expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el de investigar y recibir informaciones y opiniones, y el  de difundirlas, sin limitación de fronteras, por cualquier medio de expresión”.

	El artículo 19 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en virtud del cual: “1. Nadie puede ser molestado a causa de sus opiniones. 2. Toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 3. El ejercicio del derecho previsto en el párrafo 2 de este artículo extraña deberes y responsabilidades especiales. Por consiguiente, puede estar sujeto a ciertas restricciones, que deberán, sin embargo, estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para: a) asegurar el respeto a los derechos o a la reputación de los demás; b) La protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas”.

	El artículo 13 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, conocida como “Pacto de San José de Costa Rica”, relativo a la libertad de pensamiento y de expresión, que dispone que “1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o la moral públicas. 3. No se puede restringir el derecho de expresión por vías o medios indirectos, tales como el abuso de controles oficiales o particulares de papel para periódicos, de frecuencias radioeléctricas, o de enseres y aparatos usados en la difusión de información o por cualesquiera otros medios encaminados a impedir la comunicación y la circulación de ideas y opiniones. 4. Los espectáculos públicos pueden ser sometidos por ley a censura previa con el exclusivo objeto de regular el acceso a ellos para la protección moral de la infancia y la adolescencia, sin perjuicio de lo establecido en el inciso segundo. 5. Estará prohibida por la ley toda propaganda en favor de la guerra y toda apología del odio nacional, racial o religioso que constituyan incitaciones a la violencia o cualquier otra acción ilegal similar contra cualquier persona o grupo de personas, por ningún motivo, inclusive los de raza, color, religión, idioma u origen nacional”. 

		------

	En relación con estos preceptos, cabe recordar que el artículo 5° de la  Constitución establece que es deber de los órganos del Estado respetar y promover los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana, garantizados por ella, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.

Origen y fundamentos del proyecto.

	El proyecto en informe, según se expresa en el Mensaje, es fruto del trabajo de una comisión mixta, integrada por expertos representantes de las organizaciones empresariales de medios de comunicación social, del Colegio de Periodistas, de las Escuelas de Periodismo de las Universidades de Chile y Católica de Chile, y del Ministerio Secretaría General de Gobierno. 

	El grueso del proyecto está inspirado, precisamente, en los consensos alcanzados en el seno de dicha comisión mixta. 

	En aquellas materias en las cuales se produjeron dispersión de pareceres y se presentaron al Gobierno propuestas alternativas, procedió éste a construir soluciones propias, que receptan y capturan más adecuadamente, no sólo lo razonable y acertado de las alternativas ofrecidas, sino también las complejas realidades objeto de las nuevas regulaciones.

	Para el Gobierno, la plena vigencia de las libertades de opinión e información es requisito de la esencia de  la democracia. La dignidad de la persona, piedra angular de su sistema de valores; el ejercicio de las competencias atribuidas al pueblo gobernado por el poder constituido, y el control por ése de los diversos  órganos delegatarios de su soberanía, sólo son posibles merced a la garantía efectiva del ejercicio de dichas libertades.

	De allí que corresponda al legislador desarrollar, mejorando, el estatuto jurídico de tales libertades, en concordancia con las normas de rango constitucional que conforman su  arquitectura sustentante.

	Se destaca, de manera especial, que es la primera vez que en Chile se legisla sobre estas libertades  en forma positiva.  Hasta ahora, se habían regulado los abusos de publicidad, esto es, siempre en vistas a contener la actividad.  Hoy, se desea garantizar estas libertades.  Esa es, por lo demás, la finalidad que persigue el proyecto en su totalidad, aun en sus artículos controvertidos.

	El proyecto está basado en un principio, que se desea sea incorporado con mayor fuerza en la cultura chilena y que el Gobierno cree que no está suficientemente desarrollado:  que las libertades de opinión y de información son  el soporte de la libertad y que sin ellas, todas las otras libertades se derrumban.  Una democracia no debe temer, sino que más bien debe alentar, una prensa libre, crítica y poderosa, fiel a la verdad y leal a sus lectores.

	Para contribuir a la formación de esa prensa poderosa, crítica y libre, se busca con esta iniciativa garantizar a los medios una libertad plena para su funcionamiento; asegurar la calidad de la información; proteger y dignificar la función del periodista, y reconocer la función pública de la prensa.

	Respecto de la función pública de la prensa, se consagran varios principios que el  Gobierno califica de esenciales.

	En primer lugar, está el principio del libre acceso a la fuente de información, salvo los casos en que la información ha sido calificada de secreta.

	En segundo lugar, se establece el secreto profesional, equiparando la situación del periodista a la de muchos otros profesionales.  En la actualidad, la jurisprudencia ha aceptado este criterio, no obstante no estar consagrado en la ley.

	En tercer lugar, se establecen algunas normas de carácter programático para estimular a la autoridad pública nacional, regional y municipal, para promover la prensa regional y generar condiciones para el pluralismo y la diversificación de los medios de comunicación, sin alterar los principios básicos.

	En cuarto lugar, se busca ordenar la normativa relacionada con la libertad de información, la que, actualmente, está dispersa en diversos textos legales, todo lo cual facilita  la aplicación de la ley por el juez.

	En quinto lugar, en materia de penalidad se contemplan, como principios rectores, que toda sanción debe ser posterior a la comisión del delito, sin que nada justifique la censura previa, y que todo delito cometido por un civil, a través de un medio de comunicación social, es de competencia de los tribunales ordinarios de justicia. Los tribunales militares sólo conocerán de las causas por delitos del Código de Justicia Militar y de la Ley de Seguridad del Estado cometidos por militares.

	En sexto lugar, se regula y restringe la facultad de los tribunales para suspender la divulgación de información por cualquier medio de comunicación.  Sólo podrá decretarse por resolución fundada y por plazos determinados.

	En séptimo lugar, se crean algunos delitos y faltas que se cometen contra la libertad de información. Se agrava la agresión a periodistas cuando ellos estén desempeñando funciones propias de su profesión y se sanciona  al que exige o intenta impedir una información bajo amenaza o presión de cualquier tipo.

	En octavo lugar, se establecen  obligaciones de la autoridad hacia la prensa. Se sanciona al funcionario público que impida, arbitrariamente, la libre y legítima publicación de opiniones e informaciones a través de un medio de comunicación;  al que,  arbitrariamente, niegue información de su competencia, salvo los casos protegidos por la reserva legal, y al que discrimine e impida el acceso a las fuentes de información.

	En noveno lugar, en el caso particular de los profesionales de la información, se pretende adoptar toda una gama de medidas y la entronización de ciertas instituciones, con el fin de propender a la dignificación, facilitación y protección del ejercicio del periodismo, lo que redundará en un acrecentamiento de la calidad del mensaje informativo.

	Entre ellas, cabe mencionar la cláusula de conciencia y el establecimiento de funciones privativas para los periodistas, que son los temas  que han generado algunos conflictos, incluso de índole constitucional.�

	A través de la cláusula de conciencia, el Gobierno busca la independencia  de conciencia del periodista.

	Mediante el establecimiento de funciones privativas para el periodista, atendido que es una profesión de carácter universitario, se legisla sobre algunas áreas que le son reservadas. Todo en vista a garantizar la buena calidad de la información y de la noticia, trabajada profesionalmente por quien cumple los requisitos académicos para ello.

	Con todo, no es esta la única garantía para el periodista.  Se consagran otras, como  el libre acceso a las fuentes, el secreto profesional, la obligación de la autoridad de entregar la información requerida, etc.

	En décimo lugar, con el fin de ordenar, sistemáticamente, la normativa aplicable al ejercicio de estas libertades, se pretende, además, refundir en un solo cuerpo un cúmulo de normas, especialmente de carácter penal, hoy dispersas en leyes diversas, lo que constituye a menudo fuente de complejos problemas de hermenéutica legal, que dificultan la concreción y real vigencia en este campo del principio de la igualdad ante la ley.

	En undécimo lugar, en lo que al sistema de responsabilidad penal se refiere, se propone limitar la responsabilidad objetiva hasta el director, uniformándose su aplicación a los diversos medios, superándose así la discriminación, que actualmente establece la Ley de Seguridad del Estado entre medios escritos, por una parte, y radiales o televisivos, por la otra.  

	En duodécimo lugar, en lo que respecta a la competencia absoluta de los tribunales llamados a conocer y fallar las causas relativas a delitos cometidos a través de un medio de comunicación social, con motivo y en razón del ejercicio de las libertades de opinión e información, se atribuye ella a los tribunales ordinarios, con la sola excepción de aquellas causas que versen sobre delitos del Código de Justicia Militar y de la Ley de Seguridad del Estado,  cometidos por militares, con motivo o en razón del ejercicio de las referidas libertades.

	En décimo tercer lugar, se ha procurado simplificar  al máximo los procedimientos administrativos, suprimiéndose la intervención de ciertos organismos gubernamentales, cuyas actuales funciones no la justifican ni aconsejan.

	En décimo cuarto lugar, en lo que dice relación con los procedimientos judiciales, se propicia su flexibilidad y, dentro de los parámetros orientadores del principio del debido proceso, los más simples, cada vez que ello ha sido posible, atendida la naturaleza del asunto. Los más complejos y perfectos se han reservado para aquellos casos en que la gravedad de las situaciones y la trascendencia de los intereses comprometidos así lo ha aconsejado.

Ideas matrices o fundamentales y contenido del proyecto.

	Para los fines previstos en los artículos 66 y 70 de la Constitución y en los incisos primeros de los artículos 24 y 32 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, esto es, para los efectos de la discusión general de esta iniciativa y de las indicaciones y observaciones que puedan formularse y admitirse a tramitación, corresponde consignar, como lo exige el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, una minuta de las ideas matrices o fundamentales del proyecto, entendiendo por tales, las contenidas en el Mensaje.

	De acuerdo con este último, las ideas matrices o fundamentales del proyecto son:

	1) Perfeccionar, ordenar sistemáticamente y refundir en un solo cuerpo la normativa aplicable al ejercicio  de las libertades de opinión y de información, conforme con los principios constitucionales que las consagran.

	2) Regular el ejercicio del periodismo.

		--------

	Para los efectos de concretar las ideas anteriores, se propone un proyecto de ley que consta de 91 artículos permanentes y de cuatro disposiciones transitorias, �agrupados en  cinco títulos y dos acápites, a saber:

	--Título I.� Disposiciones generales.

	--Título II.� De las formalidades de funcionamiento de los medios de comunicación social.

 	--Título III.� Del derecho de aclaración y rectificación.

	--Título IV.� De los delitos:

 	  1. De los delitos cometidos a través de un medio de difusión.

	 2. De los delitos cometidos contra las libertades de opinión y de información.

	 3.- Del ejercicio ilegal de la profesión de periodista y de la pena accesoria a la sanción de ciertos delitos. �		

	-- Título V.� De la responsabilidad y del procedimiento.

	--  Disposiciones Finales.

	-- Disposiciones Transitorias

Relación descriptiva del proyecto.

	Dada la extensión del proyecto en informe, se hará a continuación una breve relación descriptiva de su contenido, por capítulos y acápites, sobre la base de los antecedentes que sobre el particular aporta el propio Mensaje.

	Los artículos que se mencionan corresponden al texto original, no al que figura al final de este informe.

	El Título I (artículos 1º al 11),  en su norma de apertura, declara cual es el contenido de las libertades de opinión e información en los términos establecidos en la Carta del 80 y en tratados internacionales vigentes que han sido ratificados por Chile.

	Continúa con un glosario de definiciones necesarias para la determinación precisa  de los derechos y deberes que establece, así como para la construcción de figuras delictivas exactas, con lo que se facilita el cumplimiento  del principio de la tipicidad, de rango constitucional.

	Más adelante,  define el concepto "periodista" a la luz de la realidad legal vigente, precisión necesaria para la determinación del área de reserva (funciones privativas y no privativas), que el anteproyecto considera en relación a la profesión periodística.�

	Después, establece el principio del libre acceso a las fuentes, así como las limitaciones que lo configuran. Se reconoce, en beneficio de periodistas y directores de medios un "derecho preferente" en el acceso a las fuentes.

	Regula el secreto profesional periodístico y se equipara la situación procesal del periodista con la de otros profesionales citados a declarar en juicio. 

	Establece la cláusula de conciencia y sus requisitos, así como el derecho subjetivo de los periodistas a la autoría de sus trabajos.�

	Contempla una excepción a la norma que crea el área de reserva, en beneficio de estudiantes de periodismo, que hayan alcanzado un determinado progreso en su carrera.

	Establece una serie de normas de carácter programático destinadas a orientar las decisiones de las autoridades de la administración central, descentralizada, regional y municipal, con el fin de promover un mayor  equilibrio en el sistema informativo nacional, así como para incentivar el fomento de ciertos valores reconocidos por el legislador.

		--------





	El Título II  (Artículos 12 al 22), regula:

	-- Los requisitos de la propiedad de los medios de comunicación social.

	-- La prohibición de toda discriminación orientada a impedir el nacimiento de un medio o entrabar su funcionamiento.

	-- Las exigencias atinentes a la dirección de un medio.

	-- Los requisitos relativos a la declaración de un medio.

	-- La exigencia de expresión de la dirección  y representación legal de un medio, así como de su domicilio legal. 

	-- La obligación de los medios de comunicación social radiales y televisivos de forjar y conservar, por un determinado lapso, un respaldo de determinadas emisiones.

	-- Las sanciones a las infracciones de las obligaciones establecidas en los artículos precedentes. 

	-- Las  normas relativas a la prescripción extintiva de las acciones que permiten reclamar de las infracciones establecidas en este título, y la competencia del juez del crimen correspondiente al domicilio del medio.

		--------

	El Título III (artículos 23 al 29), contiene una minuciosa regulación del derecho de aclaración y rectificación, establecido en el artículo 19, Nº 12, párrafo tercero, de la Constitución, en beneficio de toda persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por algún medio de comunicación social.

	Asimismo,  establece los límites atinentes a la procedencia del referido derecho.

		--------

	El Título IV (Artículos 30 al 62 ), consta de tres párrafos.

	El Párrafo 1º versa sobre los delitos cometidos a través de un medio de comunicación social, destacando  figuras delictivas atinentes a la apología de delitos o de la violencia, como medio de acción política, o de ciertos delitos contra la seguridad del Estado y el orden público; delitos contra la dignidad y la libertad de las personas; delitos contra la violación del derecho a la protección de la esfera íntima de las personas; delitos contra la dignidad del niño; delitos de ultraje público a las buenas costumbres; delitos contra la administración de justicia, y la sedición impropia.

	Todos estos delitos deben ser aprobados por ley de quórum calificado, de acuerdo con lo establecido en el artículo 19, N° 12, de la Constitución.

	El Párrafo 2º versa sobre los delitos cometidos contra las libertades de opinión e información, los que sólo necesitan de una ley simple para su aprobación.

	Considera y sanciona conductas destinadas a coartar la libertad de los medios, así como el libre ejercicio de las libertades de opinión e información. Igualmente,  sanciona el quebranto del secreto periodístico y conductas encaminadas a impedir la libre concurrencia en el ámbito de las  comunicaciones.

	Finalmente, sanciona conductas cuyo resultado impida el ejercicio del derecho de aclaración y rectificación o la expedita administración de justicia.

	El Párrafo 3º se refiere a la sanción al ejercicio ilegal del periodismo, corolario obligado del reconocimiento del área de reserva, y a la inhabilitación para el ejercicio de la profesión periodística, establecida como pena accesoria, por la comisión de determinados delitos previstos y sancionados en el mismo proyecto, la que se hace extensiva a las personas autorizadas para ejercer la profesión, en virtud de la  respectiva autorización legal. �

		--------

	El Título V  (Artículos 63 al 87) establece un sistema de responsabilidad penal objetiva limitada, la que alcanza sólo hasta el director del medio.

	Reconoce la aplicabilidad de los principios generales relativos a la responsabilidad civil, derivada de la comisión de hechos delictivos dañosos.

	Establece, como norma general, la competencia de los tribunales ordinarios para el juzgamiento y fallo de las causas atinentes a delitos cometidos con motivo u ocasión del ejercicio de las libertades de opinión e información. Como excepción a la  regla  precedentemente citada,  establece el juzgamiento de militares por los tribunales del fuero militar, cuando ellos, con motivo u ocasión del ejercicio de las citadas libertades, cometan algún delito previsto y sancionado en el Código de Justicia Militar o en la Ley de Seguridad del Estado.

	Ambas normas, la general y la especial, han sido complementadas por otras destinadas a impedir que tal determinación de competencia resulte alterada en razón del fuero o la conexidad.

	A continuación, establece un catálogo de procedimientos a aplicar, según la naturaleza, gravedad y complejidad del delito a juzgar.

	Igualmente,  considera los lindes al ejercicio de la acción penal por los delitos previstos en el proyecto y  regula su prescripción, así como también la de la acción civil.

		--------

	Las disposiciones finales (artículos 88 al 91) contienen normas  relativas a la vigencia de la nueva ley; a la derogación orgánica de la Ley sobre Abusos de Publicidad y a la derogación o modificación de ciertas disposiciones del Código Penal y de la Ley de Seguridad del Estado.

	Las modificaciones que se proponen respecto de la Ley Nº 12.927, se refieren todas ellas a disposiciones relativas a materias normadas en el proyecto, en el cual se ha procurado otorgarles una regulación más perfecta, a fin de producir la correspondiente armonía.  

		--------

	Las Disposiciones Transitorias, que son cuatro, están destinadas a mantener  en vigor algunas disposiciones de la Ley sobre Abusos de Publicidad, mientras no se dicte un cuerpo legal nuevo, que las acoja; a implementar las disposiciones de los artículos 3º y 4º del proyecto (definición de "periodista" y establecimiento de un "ámbito de reserva para el ejercicio de la profesión periodística");� a brindar operatividad y eficacia a las normas de competencia  establecidas  en  los artículos 68 inciso primero y 69 inciso segundo; y a fijar una norma de integración de la Corte Suprema, coherente con la decisión de someter al conocimiento y fallo de la justicia ordinaria las causas relativas a delitos perpetrados con ocasión o motivo del ejercicio de las libertades de opinión e información.



Discusión y aprobación en general del proyecto.

	Antes de emitir un pronunciamiento sobre la idea de legislar, vuestra Comisión recibió en audiencia a los representantes del Colegio de Periodistas,  la Asociación Nacional de la Prensa (ANAP) y de la Asociación de Radiodifusores de Chile (ARCHI), quienes dieron a conocer la opinión oficial de sus respectivas asociaciones gremiales  sobre la iniciativa en informe, las que constan, in extenso, en las actas de la Comisión. �

	A continuación, escuchó la exposición global  que hiciera el señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Enrique Correa, quien destacó que el proyecto en análisis era plenamente coherente con la política general del Gobierno en materia de comunicaciones.  Por regla general, su articulado es el resultado de un amplio consenso entre los diversos sectores involucrados en el proceso,  que participaron en la elaboración del anteproyecto del mismo;  sólo hay dos artículos respecto de los cuales existe mucha controversia: las funciones privativas de la profesión de periodista y  la cláusula de conciencia.

	Destacó que el proyecto, para contribuir, desde la legislación, a la formación de una prensa poderosa, crítica y libre, buscaba, a lo menos, los siguientes propósitos:

	-- Garantizar, a los medios, una libertad plena para su funcionamiento.

	-- Proteger y dignificar la función del periodista.

	-- Garantizar la calidad de la información.

	-- Reconocer la función pública que cumple la prensa.

	La cláusula de conciencia,  básicamente, busca establecer una disposición programática en relación a la independencia de conciencia del periodista.

	El establecimiento de funciones privativas para el periodista tiende a proteger la función, atendido su carácter universitario.	

	Reconoció que sobre estos dos temas debieran buscarse equilibrios, precisando y acotando el campo exclusivo del periodista y ampliando el derecho de los demás ciudadanos, todo ello, en vistas a garantizar la buena calidad de la información y de la noticia, trabajada profesionalmente por quien cumpla los requisitos académicos para ello.

	Opinó que era  más probable llegar a un acuerdo, primeramente, en lo que dice relación con la cláusula de conciencia, sobre la base de una formulación más programática, menos imperativa y menos detallada en la ley.

			--------

	Iniciada la discusión en general, se expresó, como cuestión preliminar, que un proyecto que regula la libertad de expresión en más de 100 artículos es, de por sí, restrictivo;  la extensión conlleva una negatividad intrínseca.  Hay en él mucha disposición reglamentaria.

	Se aclaró que ello era, en alguna medida, fruto de la recopilación de disposiciones vigentes, dispersas en leyes diferentes, que el proyecto, en alguna medida, se limitaba a reproducir, lo que podría facilitar su despacho.

	Ese criterio fue rebatido, pues si bien podían  haber temas ya contemplados en la legislación vigente, no por eso  dejaban de ser controvertidos muchos de ellos. 

	A  juicio de algunos integrantes, gran parte del articulado del proyecto debiera dejarse fuera del mismo, si se optara por no reproducir en esta ley la legislación actualmente vigente.

	Se manifestó un especial interés en aprovechar esta oportunidad para asentar, dentro de la sociedad chilena, una cultura sobre la libertad de información, que hoy no existe y que tiene que ver con su valoración como la más fundamental de las libertades.

	Se afirmó que, a raíz del  caso del libro de Martorell, había quedado establecido en Chile la doctrina de la censura previa, ya que la Corte de Apelaciones acogió un recurso de protección, amparando el derecho a la honra y a la privacidad de las personas, lo que se tradujo  en la prohibición de circulación de un libro.  Se habrían alterado principios jurídicos elementales, ya que gran parte de la doctrina señala que los únicos delitos que se pueden cometer por un medio de comunicación social son los de injuria y calumnia que tienen, como antecedente necesario, la publicación del libelo presuntamente calumnioso o injurioso.  Aún más, en el caso de la protección de la honra de las personas, la Constitución señala el método que se debe utilizar para ampararla:  ese método es la ley que sancione los delitos que se puedan cometer a través de un medio de comunicación social, siempre ex-post. En el último tiempo, bajo el pretexto de proteger y amparar el derecho a la honra y a la privacidad de las personas, se ha ido cercenando el concepto de que la libertad de expresión es absoluta y primordial y que la única limitación puede ser mediante la sanción de delitos, pero una vez cometidos éstos.

	Se aclaró, en todo caso, que en el fundamento de la resolución estuvo presente el hecho que, enfrentados dos derechos constitucionales, uno de ellos debe primar sobre el otro, optándose en este caso por el derecho a la honra, pues de lo contrario, el daño producido hubiera sido irreparable.

	Si se  extremara la autonomía de la conciencia para expresar lo que se quiera, cuando se quiera, como se quiera y sobre lo que se quiera, sin límites, se correría  el riesgo de la disolución de la sociedad pues ésta no existe en el vacío, sino que en base a un consenso mínimo y anterior a la libertad de expresión.

	El problema es cómo establecer un equilibrio entre los derechos en juego, partiendo del supuesto de que no hay derechos absolutos.  En este sentido, el proyecto tiene una filosofía libertaria, no anacrónica, dentro de lo que es este país, no sólo en la coyuntura histórica en que se está, sino en su cultura histórica.  Chile no tiene una tradición de libertad de expresión como la de los Estados Unidos y sería absurdo que la tuviera, pues obligaría a imponerle valores que  no existen en el país.

	Se estimó como temerario  endiosar la libertad de expresión como "la" libertad más importante. De qué valdría la libertad de expresión si no estuviera consagrada y respetada la libertad de conciencia, para formarse libremente el pensamiento que después se expresará.  De qué valdría la libertad de expresión si no existiera una adecuada y garantizada libertad económica, que permitiera acceder a los medios que exige la técnica para que ella pueda tener alguna relevancia.

	Así, en la perspectiva de establecer una jerarquía de libertades, como antecedente concreto para legislar, no se compartió el criterio de que la libertad de expresión, por importante que ella sea, pueda asumirse como prioritaria.  Más bien, debe buscarse armonizarla con las otras para que todas ellas en su conjunto sean adecuadamente valorizadas.

	Todas las libertades, por importantes que  sean, deben aceptar regulaciones que las restrinjan, en la perspectiva de una convivencia sana de todos los seres humanos.

	La propia Constitución se ha encargado de establecer, en el Nº 26 de su artículo 19,  que la regulación que se haga de cada uno de los derechos garantizados por ella, no podrá afectar la esencia de los derechos, ni imponer condiciones que impidan su libre ejercicio. Siendo muy importante la libertad de expresión, no es conveniente extrapolarla.

			--------

	Cerrado el debate y puesto en votación general el proyecto, se aprobó la idea de legislar por la unanimidad de los señores Diputados presentes.

Discusión y votación, en particular, del proyecto.

	Durante el estudio en particular, vuestra Comisión rechazó los artículos signados con los números  4º, 5º, 6º, 8º, 13, 21, 29, 30, 36, 47, 48, 50, 51, 53, 54,55, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 64, 66, 78, 79, 80, 88 y 2º transitorio.

	En esta parte del informe  se hará el análisis de los artículos aprobados por vuestra Comisión, siguiendo el orden y la numeración con que ellos se consignan en el texto que figura al final del informe, agrupados, en la medida de lo posible, por materias y bajo el epígrafe del título y párrafo correspondiente.�

Disposiciones generales

(Arts. 1º al 9º)

Artículo 1º

	Fija el contenido de la las libertades de opinión y de información y reafirma el derecho de toda persona natural o jurídica de fundar, editar y mantener medios de comunicación social.

	Junto con resaltar que estas libertades constituyen un derecho fundamental de todas las personas, precisa que su ejercicio incluye el no ser perseguido a causa de sus opiniones, el buscar y recibir informaciones y difundirlas, por cualquier forma y por cualquier medio, sin estar sujeto a autorización ni a censura previa.

	Recoge la disposición todos los elementos que   la doctrina considera inherentes a las libertades de opinión y de información, a los cuales se ha hecho referencia en el párrafo relativo a las consideraciones generales.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 2º

	El artículo original contenía un glosario de definiciones que se consideraban necesarias para la determinación precisa de los derechos y deberes que establece el proyecto en relación con estas libertades, así como para la construcción de las diferentes figuras delictivas que en él se contienen, en aras del principio de la tipicidad.

	Vuestra Comisión, en una primera instancia, rechazó este artículo, por considerarlo innecesario.

	Con posterioridad, reabrió debate sobre el mismo y acordó contemplar las definiciones de medio de comunicación social y de diario.

	La primera, relativa a los medios aptos, cualquiera que sea el soporte que utilicen, para fijar, almacenar, grabar, reproducir, transmitir, divulgar, difundir o propagar información, datos, sonidos o imágenes dirigidos al público.

	Se citan algunos de ellos por vía ejemplar, entre ellos, los diarios, revistas, periódicos, los servicios informativos, las agencias de noticias,  las emisiones, señales, ondas o medios radioelectrónicos, magnéticos, ópticos, de sonido, de sonidos sincronizados con imágenes, químicos o mecánicos y sus respectivos soportes o fijaciones, bancos de datos o redes computacionales.

	Esto se hace con el propósito de destacar que las disposiciones de esta ley se aplican a cualquier medio que entregue información pública, sin atender a su naturaleza, partiendo del supuesto de que esta es una ley que regula el ejercicio de las libertades de opinión y de información, y no una ley de prensa, como algunos la denominan, equivocadamente.

	Cualquier medio de comunicación social que hoy exista o que se cree en el futuro quedará afecto a esta ley.

	La inclusión de la definición de diario, para referirse con ella a toda publicación periódica que habitualmente se edite  a lo menos cuatro días en cada semana y cumpla con los demás requisitos legales, tiene por finalidad permitir que en ellos puedan efectuarse ciertas publicaciones oficiales que deben insertarse en “diarios”, esto es, en medios de comunicación escritos  que aparecen cada día y no sólo en algunos.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 3º

	Indica quienes son periodistas: Las personas que estén en posesión del título profesional universitario de periodista válido legalmente en Chile y aquellas reconocidas como tales en virtud de una ley anterior.

	La disposición hace alusión a dos situaciones diversas.

	A los que tienen el título profesional de periodista, debiendo recordarse que ella es de aquéllas  que requiere de grado o título universitario en conformidad con lo estatuido en el artículo 19, Nº 16, de la Constitución, y artículo 52 de la ley Nº 18.962, Orgánica Constitucional de Enseñanza.

	A los que han sido autorizados por ley para ejercer esta profesión, sin tener el título de periodista. Se reconoce así la plena validez y vigencia de los artículos transitorios de la ley Nº 12.045, que creara el Colegio de Periodistas, hoy derogada. En virtud de esas normas, se autorizó que ejercieran la profesión de periodista las personas inscritas en los registros al 6 de abril de 1978, además de aquéllas que pudieron hacerlo en virtud de una autorización temporal.

	Se agregó una disposición destinada a permitir que ejercieran como periodistas los corresponsales extranjeros.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 4º

	Consagraba, originalmente, determinadas funciones “privativas” de los periodistas y que solamente ellos podían ejercer, la que fue objeto de diversos reparos de constitucionalidad.

	Se dijo que los derechos de informar y de opinar no constituyen un patrimonio exclusivo de los que están directa o indirectamente vinculados a los medios de comunicación social, sino que también pertenecen a toda la colectividad nacional  y a todo individuo en particular. Su ejercicio, por todas las personas, nutre los derechos a la información y al conocimiento.

	Cualquier limitación, como la propuesta, estaría afectando, en su esencia, a la libertad de expresión.

	En reemplazo de esa disposición, se aprobó otra que establece o reconoce, como funciones “preferentes” a la profesión periodística, las de reportear, elaborar y editar habitualmente noticias, informaciones, notas, crónicas, reportajes, pautas y libretos informativos que se utilicen o difundan en los medios de comunicación social.

	La disposición, en todo caso, no afecta la titularidad de la libertad de información y, por consiguiente, de los derechos que la integran, que corresponde a todos los ciudadanos.

	En el fondo, les reconoce la calidad de intermediarios naturales entre la noticia y los ciudadanos, que es básica para el mantenimiento de una comunicación pública libre. Esa es la razón que justifica esta preferencia, pero que no alcanza a atribuirles privilegios en el ejercicio de la libertad de información.

	La disposición, fruto de un acuerdo en el cual participaron las asociaciones gremiales que agrupan a los representantes de los dueños de los medios y a los periodistas,

fue aprobada por mayoría de votos.

Artículo 5º

	Como ya se ha expresado, existe la posibilidad de que personas que no tienen el título de periodista, ejerzan funciones informativas en algún medio de comunicación social.

	La disposición obliga a los propietarios o concesionarios de los medios que empleen a estas personas, a llevar un registro público de ellas, a entregarles una credencial y a comunicar a las asociaciones representativas de los periodistas las inscripciones y las caducidades que se produzcan en esos registros.

	Se aprobó por mayoría de votos.

Artículo 6º

	Regula el secreto profesional periodístico, equiparándose la situación procesal del periodista con la de otros profesionales citados a declarar en juicio.

	La disposición es aplicable a los periodistas, los directores y editores de medios de comunicación social y a las personas que por su oficio o actividad informativa hayan debido estar presentes, necesariamente, en el momento de recibirse la información confidencial.

	Se les permite no revelar sus fuentes personales de información ni las fuentes materiales de las que pudiere deducirse la identidad de las personas que han facilitado la información confidencial.

	Se aprobó por mayoría de votos.

Artículo 7º

	Consagra el derecho subjetivo de los periodistas a la autoría de sus trabajos, evitando que ellos sean presentados como de ellos, si han sido alterados substancialmente por el director o el editor sin su consentimiento.

	Si así se hiciere, el periodista puede poner término a su contrato y exigir el pago de la correspondiente indemnización, como si hubiere terminado por incumplimiento grave de las obligaciones del empleador.

	Se aprobó por mayoría de votos.

Artículo 8º

	Reconoce a los alumnos de periodismo en práctica profesional y a los egresados de esa carrera, el mismo derecho preferente que el artículo 4º establece en favor de los periodistas.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 9º

	Establece una serie de normas de carácter programático destinadas a orientar las decisiones de las autoridades de la administración central, descentralizada, regional y municipal, con el fin de promover un mayor equilibrio, diversidad y pluralismo  informativo, así como la libre competencia entre ellos.

	Junto con lo anterior, se fijan normas sobre la utilización y reparto de los recursos destinados a avisos, llamados a concursos, propuestas y publicidad.

	El inciso final, aplicable a los gobiernos regionales, a los que se les impone la obligación de estimular la realización, difusión y edición de programas, suplementos y espacios destinados a fomentar los valores regionales, aprobado en carácter de norma orgánica constitucional, fue modificado con el fin de ajustarlo a la ley orgánica constitucional relativa a estos Consejos.

	Se aprobó por unanimidad.

Título II

De las formalidades de funcionamiento de los medios de comunicación social	

(arts. 10 al 19)

Artículo 10

	Señala los requisitos que deben tener los propietarios de un medio de comunicación social y el titular de una concesión o permiso de un servicio de radiodifusión sonora.

	Si se trata de una persona natural, debe ser chilena, domiciliada en el país y no estar procesada o condenada por delito que merezca pena aflictiva, esto es, superior a tres años.

	Si es una persona jurídica, debe estar constituida en Chile, tener domicilio en el país y sus presidente, gerente, administradores y representantes legales deben ser chilenos y no estar procesados o condenados por delito que merezca pena aflictiva.

	Junto con lo anterior y con el objeto de tener información fidedigna acerca de los reales propietarios de los medios de comunicación social y de su participación en el capital de la empresa, se les exige tener estos antecedentes a disposición de cualquier  persona, en el domicilio del medio, debidamente actualizados.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 11

	Contiene materias relativas a la dirección de los medios de comunicción social, exigiéndoles tener un director responsable y una persona que lo reemplace, al margen de señalar los requisitos que deben tener estas personas.

	Se aprobó por mayoría de votos.

Artículo 12

	Regula la iniciación de actividades de los medios de comunicación social.

	Todos los medios deben cumplir con las exigencias establecidas en los artículos anteriores.

	La normativa que aquí se propone es aplicable a los medios de comunicación escritos. Para la televisión y la radiodifusión rigen las disposiciones establecidas en las leyes sobre telecomunicaciones y del Consejo Nacional de Televisión.

	Para iniciar las actividades debe presentarse una solicitud al Intendente Regional, con copia al Director de la Biblioteca Nacional, quien debe llevar un registro actualizado de los medios escritos.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 13

	Exige que en cada diario, revista o escrito periódico y al iniciarse y finalizar las transmisiones de las emisoras de radio o televisión, debe indicarse el nombre y domicilio del propietario o concesionario, o del representante legal si se tratare de una persona jurídica. Iguales menciones deben hacerse del director.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 14

	Obliga a los establecimientos impresores a colocar un pie de imprenta en los ejemplares que publiquen, especificando el nombre de éstos, el lugar y la fecha de la impresión.

	Igtual obligación pesa sobre los encargados de los establecimientos de grabación o de difusión televisiva o cinematográfica.

	Con ocasión de la aprobación de este artículo, la Comisión acordó utilizar en todo el proyecto la expresión “televisiva” en vez de “televisual”.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 15

	Establece el denominado “depósito legal”, que consiste en el envío a la Biblioteca Nacional de un número determinado de los medios de difusión que publique un establecimiento impresor.

	En la actualidad son 15, los que se han elevado a 18, con el fin de dotar a las bibliotecas regionales, a la propia Biblioteca Nacional y a la Biblioteca del Congreso Nacional, conforme con el reglamento.

	La novedad más importante está en la extensión de esta obligación a los importadores de medios de difusión, los cuales deben enviar dos a la Biblioteca Nacional, cuando el conjunto internado sea igual o superior a mil anuales.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 16 

	Establece la obligación de las estaciones de radiodifusión sonora y televisiva de dejar copia y guardarla por treinta días, de toda transmisión de noticias, entrevistas, charlas, comentarios, conferencias, disertaciones, editoriales o discursos.

	Tiene por finalidad asegurar el ejercicio de los derechos que esta ley confiere a las personas que sean afectadas por imputaciones efectuadas a través de un medio de comunicación social.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículos 17, 18 y 19

	Contemplan las sanciones por las infracciones a las disposiciones de este título, consistentes en multas expresadas en unidades tributarias mensuales, siguiendo con el criterio que informa el proyecto, de restringir al máximo las penas privativas de libertad.

	El conocimiento y fallo de estas causas se entrega al juez del crimen del domicilio del medio de comunicación social.

	Se fija, en seis meses, el plazo de prescripción de las infracciones cometidas.

	Se aprobaron por unanimidad.

Título III

Del derecho de aclaración y de rectificación

(Arts. 20 al 26)

	Regula este título el derecho contemplado en el artículo 19, Nº 12, párrafo tercero, de la Constitución, que a la letra expresa:

	“Toda persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por algún medio de comunicación social, tiene derecho a que su declaración o rectificación sea gratuitamente difundida, en las condiciones que la ley determine, por el medio de comunicación social en que esa información hubiera sido emitida.”

	El derecho indicado, conocido como derecho a réplica, constituye uno de los contenidos diferenciados de las libertades de opinión y de información y, como tal, plantea su propia problemática.

	Los artículos que se proponen lo desarrollan en los términos siguientes.

	La persona que se sienta ofendida o injustamente aludida por alguna información difundida en un medio de comunicación social dirige una aclaración o rectificación al medio, el que está obligada a difundirla gratuitamente, aun cuando ella provenga de inserciones o de declaraciones de terceros.

	Se limita la extensión de la aclaración o rectificación entre 300 y 1000 palabras, si es un medio escrito, o a dos minutos, si se trata de radio o televisión.

	El requerimiento al medio de comunicación social se dirige a su director o a la persona que deba reemplazarla, para lo cual existe un plazo de 20 días, contado desde la fecha de la difusión que lo motive.

	La notificaciòn del requerimiento se hace por notario o receptor judicial, sin necesidad de orden judicial.

	La aclaración debe publicarse íntegramente, sin intercalaciones, en la misma página y con los mismos caracteres que la información que la provocó. Si se trata de un medio sonoro o televisivo, en el mismo espacio, horario, programa o audición.

	En cuanto a su oportunidad, debe hacerse en la primera edición o transmisión que reúna las características indicadas, después de veinticuatro horas de entregada la aclaración.

	Si no se hace en esa oportunidad, se presume la negativa a practicarla.

	En ese caso, o si existe negativa a hacerlo, la parte afectada tiene derecho a reclamar ante el juez del crimen competente, de acuerdo con el procedimiento establecido.

	Si el juez lo acoge, puede aplicar al director del medio una multa. De no cumplirse la orden judicial, éste incurre en el delito de desacato y puede ser sancionado, además, con una nueva multa, sin perjuicio de decretarse la suspensión del medio.

	La suspensión no priva al personal del medio del pago de sus remuneraciones.

	El plazo para ejercer el derecho a réplica es de 20 días, contado desde la fecha de la emisión y sólo puede ser ejercido por el ofendido; sus familiares en caso de que haya fallecido, o por su representante legal, en caso de enfermedad o ausencia.

			--------

	Vuestra Comisión ha incorporado las siguientes normas, con el fin de establecer las reglas básicas para garantizar una efectiva protección de la intimidad de las personas, en relación a la distribución y tráfico de información de carácter nominativo o privado, recolectadas y reunidas en bases de datos computacionales o desarrolladas y administradas a través de procedimientos informáticos. � 

	--Toda persona tiene derecho a que se rectifiquen las inexactitudes y falsedades de los datos que sobre ella se encuentren registrados en alguna base de datos computacionales, acreditando tal circunstancia a través de medios probatorios suficientes y, hecha la rectificación, a que se le otorgue una certificación en que conste la enmienda. Corregida la información, el administrador o responsable del archivo o base de datos debe comunicarla a quien el interesado indique y, en su caso, al que proporcionó la información.

	-- Si el administrador o responsable de un archivo de datos computacionales no acepta la corrección solicitada, puede ser requerido judicialmente y obligado a hacerlo, de acuerdo con el mismo procedimiento establecido en los artículos 23 y siguientes.

	--Toda persona tiene derecho a exigir que los antecedentes, datos o relación de hechos propios de su intimidad o privacidad, amparados por el artículo 19, Nº 4º, de la Constitución, sean excluidos de un archivo de datos cuya finalidad sea transferirlos o difundirlos, a menos que su inclusión tenga un fundamento legal.

	Se aprobaron por unanimidad.

Título IV

De los delitos

(Arts. 41 al 43)

Párrafo 1º

De los delitos cometidos a través de un medio de comunicación social 

(Arts. 27 al 41)

	Como se ha tenido oportunidad de expresar en múltiples oportunidades, el artículo 19, Nº 12, de la Constitución, garantiza la libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades, en conformidad a la ley, la que deberá ser de quórum calificado.

	Las disposiciones que se proponen en este párrafo dan, precisamente, cumplimiento al mandato constitucional.

	Como criterio general, se ha optado por establecer penas de multas, expresadas en unidades tributarias mensuales, dejando las penas privativas de libertad sólo para los casos más graves.

Artículo 27

	Sanciona al que, a través de un medio de comunicación social, induzca � directamente a la comisión de crímenes o simples delitos.

	La pena es de presidio menor en cualquiera de sus grados y multa de veinte a cien unidades tributarias mensuales.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 28

	Sanciona al que por cualquier medio de comunicación social realiza publicaciones o transmisiones que conciten el odio, la hostilidad o el menosprecio  respecto de personas o de colectividades en razón de su raza, religión o nacionalidad.

	Reproduce el artículo 18 de la ley 16.643, pero con una pena diferente y mayor, expresada en unidades tributarias mensuales, de veinte a cincuenta, que puede llegar hasta cien en caso de reincidencia.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 29

	Sanciona la atribución de hechos, noticias o documentos substancialmente falsos, o supuestos, o alterados en forma esencial, o imputados inexactamente a una persona, a través de algún medio de comunicación social, cuando ocasionaren grave daño a la seguridad, el orden, la administración, la salud o la economía públicos.

	La sanción es multa de veinte a cien unidades tributarias mensuales.

	Se sanciona con la misma pena la difusión de tales contenidos, cuando fuere lesiva a la dignidad, el crédito, la reputación o los intereses de personas naturales y sus familiares o de personas jurídicas.

	Reproduce, con algunas variables, el artículo 19 de la ley 16.643.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 30

	Dispone que en los casos del artículo 29, la rectificación completa y oportuna en el mismo medio será causal extintiva de responsabilidad penal, la que también produce efectos en la apreciación del daño, en lo que a la responsabilidad civil se refiere.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 31

	Sanciona al medio de comunicación social  que, a sabiendas, publicare documentos oficiales que tuvieren carácter secreto por disposición de ley.

	La disposición propuesta se refería a disposiciones, acuerdos o documentos oficiales que tuvieren carácter secreto o reservado por disposición de la ley o de un acto de autoridad fundado en la ley, o documentos o piezas que formaren parte de un proceso que se encuentre en estado de sumario secreto.

	La multa es de diez a veinte unidades tributarias mensuales, la que se eleva a veinte y hasta cien de dichas unidades, si causare alguno de los daños a que se refiere el artículo 29.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 32

	Sanciona los delitos de calumnia e injuria cometidos a través de cualquier medio de comunicación social con las penas corporales señaladas en el Código Penal y con multas agravadas, expresadas en unidades tributarias mensuales.

	Se aprobó por mayoría de votos.

Artículo 33	

	Regula la llamada “excepción de verdad”, que exime de responsabilidad penal cuando las expresiones difundidas resulten justificadas por un interés común superior.

	La regla general es que al inculpado de haber causado injuria por alguno de los medios de comunicación social indicados en esta ley no se le admite prueba sobre la verdad de sus expresiones.

	Puede hacerlo excepcionalmente y eximirse de responsabilidad, si habiendo imputado hechos determinados, concurrieren algunas de las circunstancias que en el artículo se indican.

	Dados los presupuestos establecidos, si se probare la verdad de la imputación, el acusado es absuelto o sobreseido.

	Se precisa, en el inciso final, que no constituirán injurias las apreciaciones que se formularen en artículos de crítica política, literaria, histórica, artística, científica, técnica o deportiva, salvo que su tenor pusiere de manifiesto el propósito de injuriar, además del de criticar.

	Reproduce lo establecido en el artículo 21 de la ley 16.643.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 34 

	Este artículo hace operable la garantía constitucional del artículo 19, Nº 4º, de la Constitución, que asegura el respeto y protección a la vida privada y pública y a la honra de la persona y su familia.�

	La infracción de este precepto, cometida a través de un medio de comunicación social, consistente en la imputación de un hecho o acto falso, o que cause injustificadamente daño o descrédito a una persona o a su familia, es constitutiva de delito y tiene la sanción que determine la ley.

	Eso es lo que hace, precisamente este artículo, al imponer una pena de multa de veinte a cien unidades tributarias mensuales, la que se duplicará en caso de reiteración o de reincidencia.

	El medio puede probar ante el tribunal la verdad de la imputación en los dos casos que este artículo establece y eximirse de culpa, a menos que ella misma sea constitutiva del delito de injuria a particulares.

	Ello sucede si se acredita que el hecho verdadero imputado, aunque perteneciente a la vida privada, tiene real importancia respecto del desempeño correcto y eficaz de la función pública, o de la profesión u oficio del afectado, o de alguna actividad de significativa relevancia para la comunidad.

	Igual efecto se produce si el ofendido exigiere la prueba de la verdad de la imputación contra él dirigida y siempre que dicha prueba no afectare el honor o los legítimos secretos de terceros. Ello permite al afectado lograr una constancia judicial de que el ofensor no pudo probar la verdad de lo dicho. De otro modo, el culpable sería castigado, pero ante la opinión pública quedaría la duda acerca de la efectividad de la imputación. Como puede observarse, esta excepción está establecida en favor del afectado.

	En los dos casos indicados --y no en otros-- probada la verdad de la imputación, el inculpado queda exento de pena.

	Los propietarios, editores, directores y administradores del medio son, además, solidariamente responsables de las indemnizaciones que procedan.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 35

	Sanciona al que maliciosamente captare palabras o imágenes de otra persona, no destinadas a la publicidad y, también, al que las difundiere sin el consentimiento del afectado, produciendo a su respecto daño o descrédito.

	La pena es de presidio menor en sus grados mínimo a medio (61 días a 3 años) y multa de cien a doscientas unidades tributarias, en el primer caso, y de presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años) y multa de doscientas a cuatrocientas unidades tributarias mensuales, en el segundo.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 36

	Establece que la difusión de noticias o informaciones emanadas de juicios, procesos o gestiones judiciales pendientes o afinados, no puede invocarse como eximente o atenuante de responsabilidad civil o penal si con dicha difusión se cometiere alguno de los delitos que la disposición indica, sancionados en los artículos 32, 34, 35 y 38.

	La excepción son las publicaciones jurídicas de carácter especializado.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 37

	Prohíbe la divulgación, por cualquier medio de comunicación social, de la identidad de menores de dieciocho años que sean autores, cómplices o encubridores o víctimas de delitos, o de cualquier otro antecedente que, directa o indirectamente, conduzca a ella.

	La infracción a este precepto se sanciona con multa de veinte a cien unidades tributarias mensuales.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 38

	Sanciona al que cometiere el delito de ultraje público a las buenas costumbres, a través de algún medio de comunicación social.

	La pena es de prisión en su grado medio a reclusión menor en su grado mínimo (21 a 540 días) y multa de dos a ochenta unidades tributarias mensuales.

	En la disposición aprobada se indican algunas conductas específicas que constituyen ultraje público a las buenas costumbres, reproduciéndose, en general, lo que dispsone el artículo 20 de la ley 16.643.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 39

	Sanciona el ultraje a las buenas costumbres, en cualquiera de las formas enunciadas en el artículo anterior, cuyo objeto sea la perversión de menores de dieciocho años.

	La pena es de presidio menor en su grado mínimo a medio (61 a 3 años) y multa de diez a ciento sesenta unidades tributarias mensuales.

	Se aprobó por mayoría de votos.

Artículo 40

	Regla la atribución de los tribunales de suspender la divulgación de informaciones por cualquier medio de comunicación social en juicios penales en estado de sumario.

	Se precisa que ello sucede cuando existan antecedentes inequívocos y revestidos de seriedad de que la divulgación pueda entorpecer gravemente el éxito de la divulgación, o atentar contra la seguridad del Estado o la garantía constitucional que asegura el respeto y protección a la vida privada y pública y a la honra de la persona y de su familia.

	La prohibición puede ser ordenada por un plazo no superior a veinte días, rige desde el momento en que el juez lo determine, es apelable en el solo efecto devolutivo y no procede a su respecto la orden de no innovar. Se publica en el Diario Oficial, en uno o más diarios y en una o más emisoras de radiodifusión sonora o televisiva.

	Se aprobó por mayoría de votos.

Artículo 41

	Contempla dos situaciones en las cuales los medios de comunicación social quedan exentos de responsabilidad penal.

	Por la publicación de las opiniones vertidas por los parlamentarios en el desempeño de sus cargos, en sesiones de sala o de comisión.

	Por la difusión de las alegaciones producidas ante los tribunales de justicia.

	Se aprobó por unanimidad.

			--------









Párrafo 2º

De los delitos cometidos contra las libertades de opinión y de información

Artículo 42

	Sanciona conductas destinadas a coartar la libertad de los medios.

	La persona que desempeñando funciones públicas impidiere arbitrariamente la libre y legítima publicación de opiniones o informaciones a través de cualquier medio de comunicación social, fuera de los casos previstos en la Consitución o en la ley, es sancionada con reclusión menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y multa de cuarenta a cien unidades tributarias mensuales.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 43

	Sanciona hechos, actos o convenciones que tiendan a impedir la libre competencia.

	Se consideran tales los que entraben la producción de informaciones, el transporte, la distribución, la circulación, el avisaje y la comrcialización de los medios de comunicación social.

	Quienes los ejecuten incurren en la pena establecida en el artículo 1º del decreto ley Nº 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia, que es de presidio menor en cualquiera de sus grados (61 días a 5 años).

	Para los efectos de la misma disposición legal, se consideran artículos o servicios esenciales los pertinentes a la operación o mantención de los medios de comunicación social. En este caso, la pena se aumenta en un grado.

	Se establece, con el fin de informar al público,  que cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad de un medio de comunicación social debe informarse a la respectiva Comisión Preventiva Regional o a la Comisión Preventiva Central, según corresponda, dentro del plazo de 30 días de producido.

	Para los efectos de lo establecido en este artículo se aplican los procedimientos y sanciones contemplados en ese cuerpo legal, con la salvedad de los procesos penales a que pueda dar lugar, respecto de los cuales rige lo dispuesto en el artículo 51 del proyecto.

	La disposición guarda estrecha relación con el pluralismo, la concentración y la propiedad de los medios de comunicación social, materias que concitaron especial interés en la Comisión.

	Se aprobó por unanimidad.

			--------











Título V

De la responsabilidad y del procedimiento

(Arts. 44 al 63)



Artículo 44

	Establece que la responsabilidad penal por los delitos cometidos en razón del ejercicio abusivo de las libertades de emitir opinión y de informar, a través de un medio de comunicación social, se determina según las reglas generales del Código Penal y del Código de Procedimiento Penal.

	Esto significa que ella sólo puede hacerse efectiva en las personas naturales. Por las personas jurídicas responden los que hayan intervenido en el acto punible, sin perjuicio de la responsabilidad civil que afecte a la corporación en cuyo nombre hubieren obrado.

	Se consideran también autores, tratándose de medios de comunicación social, al director o a quien lo reemplace al efectuarse la difusión, quienes pueden eximirse si acreditan que no hubo culpa de su parte.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 45 

	Regula el ejercicio de la acción civil para obtener la indemnización de daños y perjuicios derivados de delitos penados en esta ley.

	Si la acción es ejercida por el ofendido, no pueden ejercerla sus familiares. Si la ejercen éstos, deben actuar conjuntamente y constituir un solo mandatario.

	Para fijar la indemnización, el juez debe tomar en cuenta los antecedentes, la gravedad del daño sufrido, las facultades económicas del ofensor, la calidad de las personas, las circunstancias del hecho y las consecuencias de la imputación, difusión o amenaza para el ofendido.

	La prueba se aprecia en conciencia y no rige, en estos casos, el artículo 2331 del Código Civil, que establece que las imputaciones injuriosas contra el honor o el crédito de una persona no dan derecho a indemnización pecuniaria, a menos de probarse daño emergente o lucro cesante  susceptible de apreciarse en dinero.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 46

	 Establece que si  la calumnia o la imputación de un hecho o acto falso relativos a la vida privada y pública y a la honra de una persona o de su familia consistieren en la imputación de la comisión de un delito, no habrá lugar a indemnización  cuando se probare tal comisión por sentencia ejecutoriada.

	Tampoco habrá lugar a indemnización civil, tratándose de una noticia falsa, si el medio de comunicación se limitó a reproducir noticias, informaciones o declaraciones que provinieren, a juicio del tribunal, de una fuente razonablemente confiable o idónea o difundida en programas o espacios transmitidos en directo y abiertos al público, en los cuales se señalare expresamente que lo allí difundido no compromete al medio de comunicación social.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículos 47 al 63

	Establecen, como regla general, la competencia de los tribunales ordinarios, para el juzgamiento y fallo de las causas atinentes a delitos cometidos con motivo u ocasión del ejercicio de las libertades de opinión e información, así como de las acciones civiles derivadas de aquéllos.

	Esa competencia no se altera  por la conexidad �que pudiera existir entre delitos, por la aplicación de las reglas sobre concurso, por el fuero de que goce alguna de las partes ni por motivo sobreviviente alguno.	

	Por excepción, tratándose de delitos previstos y sancionados en el Código de Justicia Militar o en la Ley de Seguridad del Estado, cometidos a través de un medio de comunicación social, exclusivamente por militares, son competentes los tribunales militares.

	Si en estas causas alguno de estos delitos o algún delito conexo con ellos, hubieren sido cometidos conjunta o separadamente por civiles y militares, se juzga a todos ellos en un solo proceso cuyo conocimiento corresponde a un Ministro de Corte de Apelaciones, en primera instancia, y a la Corte, con excepción de ese Ministro, en segunda.

	Esta regla de competencia prevalece sobre cualquier otra, lo que significa que nunca un civil podrá ser juzgado por un tribunal militar, si ha cometido un delito a través de un medio de comunicación social.

	Se regula, a continuación, el caso del agente militar que puede ser inculpado en causas substanciadas coetáneamente por la justicia ordinaria y la militar.

	En tal caso, prefieren las diligencias decretadas por esta última; los tribunales deben remitirse copia de los autos de procesamiento y de las resoluciones que dictaren en sus respectivas causas; el tribunal que dictare el último fallo no puede considerar circunstancias modificatorias de responsabilidad criminal que, de estar acumulados los procesos, no se hubieren podido tomar en cuenta y, por último, el procesado puede solicitar al tribunal superior común, dentro dellplazo de un año, a contar del último fallo, que se unifiquen las penas cuando ello lo beneficiare.

	De las causas por los delitos previstos en esta ley, como de las causas por delitos cometidos a través de un medio de comunicación social, conoce el juez del crimen competente según las reglas generales.

	Sin embargo, si se trata de un delito contemplado en la ley de Seguridad del Estado y el proceso se iniciare por requerimiento de la autoridad, conoce un Ministro de Corte de Apelaciones.

			--------

	A continuación se establece un catálogo de procedimientos a aplicar, según la naturaleza, gravedad y complejidad del delito a juzgar.

	La regla general es el procedimiento por faltas del Código de Procedimiento Penal, con algunas excepciones.

	Rige el procedimiento por crímenes o simples delitos de acción pública del Código de Procedimiento Penal, tratándose de la publicación de documentos oficiales secretos; la captación maliciosa de palabras o imágenes de otra persona; de delitos por infracción de la legislación antimonopolios,  y de causas por delitos cometidos a través de un medio de comunicación social no penados en esta ley.

	Rige en cambio el procedimiento establecido en la Ley de Seguridad del Estado en las  causas por delitos cometidos a través de un medio de comunicación social y penados en esta ley; y en las causas por delitos previstas en esa ley o en el Código de Justicia Militar, cometidos en forma conjunta o separada por civiles y militares.

	Si se trata de delitos cometidos exclusivamente por militares a través de un medio de comunicación social, estando previstos y sancionados en la referida ley o en el Código de Justicia Militar, se sigue el procedimiento establecido este Código.

	No obstante lo dispuesto en las disposiciones anteriores, los delitos de injuria y calumnia perpetrados a través de algún medio de comunicación social se tramitan con arreglo al procedimiento sobre faltas.

	Como normas de carácter complementarias, se establece expresamente la procedencia de los recursos de casación y de revisión en las causas que versen sobre crímenes o simples delitos; la acción pública para perseguir los delitos penados en esta ley, salvo aquellos en que expresamente la acción se entrega al personalmente ofendido o a sus familiares, y la posibilidad de solicitar informes periciales sobre aspectos técnicos de la función periodística, indispensables para el mejor acierto del fallo.

	Para los efectos de la comprobación del hecho punible, el juez del crimen puede ordenar que se recojan no más de cuatro de los ejemplares o copias que presumiblemente hayan servido para cometer alguno de los delitos previstos en esta ley, la que se puede hacer extensiva a todos los ejemplares o copias si se tratare de los delitos previstos en los artículos 27 y 38, esto es, la inducción a la comisión de crímenes o simples o el ultraje público a las buenas costumbres,  a través de un medio de comunicación social.

	En todo caso, en la sentencia condenatoria puede ordenarse el comiso o destrucción total o parcial de los impresos o grabaciones por medio de las cuales se hayan cometido estos delitos, destrucción que resulta obligatoria en el caso de delitos de ultraje público a las buenas costumbres.

	Si la pena aplicada conforme con las prescripciones de esta ley fuere la de multa, el hecho delictivo será considerado simple delito para todos los efectos legales.

	En lo que respecta a la prescripción de la acción penal y de la acción civil, rigen las reglas generales del Código Penal y del Código Civil, salvo respecto de los delitos sancionados en los artículos 27, 28, 29, 31, 34, 37 y 38, en que se establece una especial de seis meses contados desde la fecha en que se hubiere comenzado la difusión abusiva.

	El ejercicio de la acción penal interrumpe la prescripción de la acción civil, la que comienza nuevamente a correr una vez ejecutoriada la sentencia dictada en juicio criminal.

	El tribunal del crimen, a petición del interesado y con el fin de constatar la posible comisión de un delito, puede requerir a las emisoras de radiodifusión sonora o televisiva, el envío de las copias o cintas que estos deben guardar, con arreglo al artículo 16, para ponerlas a disposición del solicitante.

	Por último, se consagra el derecho del ofendido de exigir que la sentencia condenatoria se difunda, en extracto redactado por el secretario del tribunal, en el medio de comunicación en que se hubiere cometido la infracción o en el que el juez determine, si se trata de un medio sonoro o audiovisual.

	Todas estas disposiciones se aprobaron por unanimidad.

Disposiciones varias

(Arts. 64 al 68)

Artículo 64

	Modifica, con el fin de evitar la concentración de la propiedad en los medios de comunicción social,  el artículo 18 de la ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, estableciendo que ninguna persona natural o jurídica que participe en la propiedad de un servicio de televisión de libre recepción puede participar en la propiedad de otro de igual naturaleza que cubra la misma zona de servicio.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 65

	Deroga el número 1 del artículo 158 del Código Penal, que sanciona al empleado público que impidiere la libre publicación de opiniones por la imprenta en la forma prescrita por la ley, en atención a que esa conducta delictiva está consultada en el artículo 42 del proyecto, con una redacción más general.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículo 66

	Sustituye los artículos 17, 18 y 19 de ley sobre Seguridad del Estado, con el fin de adecuar sus normas en concordancia con las disposiciones del proyecto en informe.

	En el artículo 17, se señala que la responsabilidad penal de los delitos penados en esa ley y cometidos por medio de la prensa escrita se determina según las reglas generales, considerándose también autor al director o a quien lo reemplace.

	En el artículo 18, se exime de responsabilidad al director o a la persona que lo reemplace, cuando acrediten que no hubo culpa de su parte en la difusión delictuosa.

	En el artículo 19 se indica que la determinación de la responsabilidad por delitos penados en esa ley y cometidos por medio de la radiodifusión o la televisión, se sujetará a las prescripciones de los dos artículos anteriores.

	Estas tres enmiendas se aprobaron por unanimidad.

Artículo 67

	Dispone que cuando el Estado otorgue una concesión radial o televisiva en atención a las características especiales del concesionario, este sólo puede enajenarla previa autorización de la autoridad, a menos que el adquirente sea una institución que reúna las mismas características del concesionario.

	Se aprobó por mayoría de votos.

Artículo 68

	Deroga, orgánicamente, la ley Nº 16.643, sobre Abusos de Publicidad.

	Se aprobó por unanimidad.

Artículos transitorios

Artículo 1º

	Mantiene la vigencia de algunas disposiciones de la ley 16.643, mientras no se dicte un cuerpo legal nuevo que las acoja.

	-- incisos segundo y tercero del artículo 3º, relativos a la obligación de declarar la existencia o adquisición de toda imprenta, litografía o taller impresor al Director de la Biblioteca Nacional, quien llevará un registro de todos ellos.

	-- artículo 49, relativo a la publicación y circulación de mapas, cartas o esquemas geográficos que excluyan de los límites nacionales territorios pertenecientes a Chile, y a las atribuciones del Instituto Geográfico Militar y del Departamento de Navegación e Hidrografía de la Armada.

	-- artículo 51, que declara de carácter técnico las publicaciones ordenadas hacer por la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos.

	-- artículo 52, que concede a la misma Dirección , a los servicios de su dependencia y al Fondo Histórico y Bibliográfico “José Toribio Merino” liberación postal y telegráfica. 

Artículo 2º

	Impone a los jueces militares y a las Cortes Marciales la obligación de remitir a respectiva Corte de Apelaciones los procesos pendientes por delitos que, en virtud de esta ley, pasen a ser de competencia de los tribunales ordinarios, para los efectos de su distribución a los jueces competentes.

Artículo 3º

	Dispone que para la vista y fallo de las causas que pasen a la justicia ordinaria y que se encuentren pendientes ante la Corte Suprema, regirá lo prescrito en los artículos 93 y 101 del Código Orgánico de Tribunales.

	El artículo 93 se refiere a la composición de la Corte y el artículo 101 regulaba su funcionamiento  divida en Salas.

	Esta última disposición ha sido derogada en virtud de la ley N° 19.374, de 18 de febrero de 1995, por lo que la referencia debe entenderse al artículo 99 del mismo Código.

	La disposición tiene por finalidad fijar una norma de integración de la Corte Suprema sólo con sus ministros, �coherente con la decisión de someter al conocimiento y fallo de la justicia ordinaria las causas relativas a delitos perpetrados con ocasión o motivo del ejercicio de las libertades de opinión y de información.

	Todas estas normas transitorias se aprobaron por unanimidad.

Constancias reglamentarias.

	Para los efectos previstos en el artículo 287 del Reglamento de la Corporación, se hace constar lo siguiente:

	--Los artículos 9°, inciso final; 18, 23, 40, 47, 48, 49, 50 y 3° y 4° transitorios, han sido calificados como normas de  carácter orgánico constitucional.

	-- Los artículos 27, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 36, 37, 38 y 39 han sido calificados como normas de quórum calificado, en conformidad con lo preceptuado por el artículo 19, N° 12, de la Constitución, en cuanto dicen relación con los delitos y abusos que se cometen en el ejercicio de las libertades de opinión y de información.

	-- No hay artículos que deban ser conocidos por la Comisión de Hacienda.

	-- El proyecto fue aprobado, en general, por unanimidad, por lo que no hay opiniones disidentes que consignar.

	-- Se rechazaron los artículos 4º, 5º, 6º, 8º, 13, 21, 29, 30, 36, 47, 48, 50, 51, 53, 54,55, 57, 58, 59, 60, 61, 62, 64, 66, 78, 79, 80, 88 y 2º transitorio.

Texto del proyecto de ley aprobado.

	En mérito de las consideraciones anteriores y por las que os proporcionará en su oportunidad el señor Diputado Informante, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al siguiente:

�		Proyecto de ley:

Ley sobre las libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo.

Título  I

Disposiciones generales



	Artículo 1º.� La libertad de emitir opinión y la de informar que asegura el artículo 19, N° 12, de la Constitución Política de la República de Chile, constituyen un derecho fundamental de todas las personas.  Su ejercicio incluye el no ser perseguido a causa de sus opiniones, el buscar  y recibir informaciones y difundirlas, en cualquier forma y por cualquier medio y sin estar sujeto a autorización ni a censura previa.

	Toda persona natural o jurídica tiene el derecho de  fundar, editar y mantener medios de comunicación social, sin otras condiciones que las que señalan esta ley, o la respectiva legislación especial, en el caso de las emisoras de radiodifusión sonora o televisiva.

	Artículo 2°.- Para todos los efectos legales se entenderá por medio de comunicación social: Los medios aptos para fijar, almacenar, grabar, reproducir, transmitir, divulgar, difundir o propagar información, palabras, datos, sonidos, imágenes u otros signos dirigidos o destinados  al público, tales como los diarios, revistas y periódicos; los servicios informativos; las editoras; las agencias de noticias; las emisoras de radiodifusión sonora o televisiva; la cinematografía; los impresos; las emisiones,  señales, ondas o medios radioeléctricos, televisivos, electrónicos, magnéticos,  ópticos, de sonido, de sonidos sincronizados con imágenes, químicos o mecánicos, y sus respectivos soportes o fijaciones; los bancos de datos o las redes computacionales, u otros medios que reúnan dichas características, y que cumplan con los demás requisitos establecidos en esta ley.

	Se entenderá por diario toda publicación periódica que habitualmente se edite a lo menos cuatro días en cada semana y cumpla con los demás requisitos establecidos en esta ley.

	Artículo 3º.� Son periodistas las personas que estén en posesión del título profesional universitario de periodista válido legalmente en Chile y aquellas reconocidas como tales en virtud de una ley anterior.

	Los corresponsables extranjeros acreditados en Chile podrán ejercer las funciones  de periodista y se regirán  por las disposiciones de esta ley.

	Artículo 4º.� Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 1° y de las atribuciones propias de los medios en materia de contratación y administración, son funciones que corresponden preferentemente a la profesión periodística las de reportear, elaborar y editar habitualmente noticias, informaciones, notas, crónicas, reportajes, pautas y libretos informativos, que se utilicen o difundan en los medios de comunicación social.	

	Artículo 5º.� Es obligación de los propietarios o concesionarios de todo medio de comunicación social mantener un registro público actualizado de las personas que, no siendo periodistas ejerzan, en forma permanente o periódicamente, funciones informativas en el respectivo medio o servicio. A estas personas, mientras ejerzan tales funciones, deberá proporcionárseles una credencial que acredite estas circunstancias.

	Toda inscripción o caducidad en los mencionados registros deberá ponerse en conocimiento de las asociaciones representativas de los periodistas en el plazo de 30 días, contado desde la fecha en que una persona comenzó a cumplir las referidas funciones o desde que dejó de ejercerlas.

	Artículo 6º.� Los periodistas, directores y editores de medios de comunicación social, cuando sean citados a declarar, a propósito de las informaciones confidenciales que obtengan o reciban en el desempeño de su profesión o función, no estarán obligados a revelar sus fuentes personales de información ni las fuentes materiales de las que pudiere deducirse quienes son las personas que han facilitado aquella información, ni aun tratándose de delitos, salvo los contemplados en las  leyes que sancionan el tráfico de estupefacientes o sustancias psicotrópicas y las conductas terroristas. Regirá para ellos la disposición del inciso segundo del artículo 171 del Código de Procedimiento Penal.

	Se aplicará también esta norma a las personas que por su oficio o actividad informativa hayan debido estar necesariamente presentes en el momento de recibirse la información confidencial.

	Artículo 7º.� Ningún periodista puede ser obligado a que sus trabajos se presenten identificados con su nombre, cara o voz, como autor, cuando ellos hubieren sido alterados substan�cialmente por el director o el editor sin su consentimiento. La infracción reiterada de esta disposición, entendiéndose por tal la que ocurra a lo menos dos veces en el lapso de un mes, dará derecho al periodista a poner término a su contrato en las condicio�nes establecidas en la ley laboral para el caso de incumpli�miento grave de las obligaciones contractuales por parte del empleador.

	Artículo 8°.�	Gozarán del derecho preferente del artículo 4° los alumnos de los dos últimos años del plan de estudios de las escuelas universitarias de periodismo, cuando estén obligados  a realizar prácticas profesionales exigidas por dichos planteles, dentro de los plazos señalados por éstos, y los egresados de las mismas, dentro de los dieciocho meses siguientes a la fecha de su egreso, siempre que no los afecte la inhabilidad señalada en el artículo 44 de este cuerpo legal.

	Artículo 9°.�	El Estado tiene la obligación de garantizar el pluralismo en el sistema informativo, para lo cual habrá de favorecer la coexistencia de  diversidad de medios de comunicación social y la libre competencia entre ellos, posibilitando  la expresión de las distintas corrientes de opinión, así como la variedad social, cultural y económica de las regiones.

	Las autoridades pertinentes procurarán que, a lo menos en parte, los fondos que establecen los presupues�tos del Estado, de sus organismos y empresas, y de las municipalida�des, destinados a avisos, llamados a concursos, propuestas y publici�dad, que tengan una clara identificación regional, provin�cial o comunal, sean destinados a efectuar la correspon�diente  publica�ción o difusión en medios de comunicación social regionales, provincia�les o comunales.

	Para dar cumplimiento a su función de fomentar las expresiones culturales, de cautelar el patrimonio histórico, artístico y  cultural de la región, incluidos los monumentos nacionales, y de velar por la protección y el desarrollo de las etnias originarias, los  gobiernos regionales estimularán la realización, difusión o edición de programas, suplementos y espacios destinados a servir tales propósitos, procurando que ellos sean publicados o difundidos, preferentemen�te, en medios de comunicación social de las provincias y comunas pertenecientes a la respectiva región.



Título II.

De las formalidades de funcionamiento de los medios de comunicación social.



	Artículo 10.� El propietario de un medio de comunicación social y el titular de una concesión o permiso de un servicio de radiodifusión sonora, cuando se trate de una persona natural, deberá ser chileno, tener domicilio en el país y no estar procesado ni haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva. Tratándose de personas jurídicas de derecho público o privado, deberán estar constituidas en Chile y tener domicilio en el país. Su presidente, gerente, administradores y representantes legales deberán ser chilenos y no estar procesados ni haber sido condenados por delito que merezca pena aflictiva.

	En el domicilio de los medios de comunicación social deberá existir, a disposición de cualquier persona que lo solicite, el nombre e individualización completa de la o las personas naturales o jurídicas propietarias del medio de que se trata, con indicación precisa del porcentaje, monto y modalidades de su participación en la propiedad o en el capital de la empresa, todo esto debidamente actualizado.

	Artículo 11.� Los medios de comunicación social deben tener un director  responsable y una persona, a lo menos, que lo reemplace.

	El director y  quienes lo reemplacen deberán  ser mayores de  edad, tener domicilio y residencia en el país, ser personas que no tengan fuero por disposición constitucional, estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos, y no haber  sido condenados en los dos últimos  años como reincidentes en delitos penados por esta ley.

	Artículo 12.� Para iniciar el funcionamiento de un medio de comunicación social, deberá cumplirse con las exigencias de los artículos anteriores.

	Para la televisión y la radiodifusión se aplicarán, en su caso, las normas establecidas en las leyes sobre telecomunicaciones y del Consejo Nacional de Televisión.

	Tratándose de los medios de comunicación social escritos, la iniciación de actividades se hará mediante una presentación firmada ante notario al Intendente Regional que corresponda al domicilio del medio, debiendo adjuntarse copia de ella al Director de la Biblioteca Nacional, en la que se indique lo siguiente:

	a) El título del diario, revista o periódico e indicación de los períodos que mediarán entre un número y otro;

	b) El nombre completo, profesión, domicilio y cédula nacional de identidad del propietario, si fuere persona natural, o de las personas que tienen la  representación  legal de la sociedad, si se tratare  de una persona jurídica;

	c) El nombre completo, domicilio y cédula de identidad del director  y  de  la o las personas que deben substituir�lo, con indicación del orden de precedencia en que ellas deben asumir su reemplazo;

	d) La ubicación de sus oficinas principales, y

	e) Los antecedentes a que se refiere el inciso segundo del artículo 12.

	Cualquier cambio  que se  produzca respecto a las anteriores enunciaciones, será objeto de una nueva declaración hecha en la forma antes establecida y presentada dentro de los cinco días siguientes al cambio producido.

	El Director de la Biblioteca Nacional deberá llevar un registro actualizado de los medios escritos de comunica�ción social existentes en el país, con indicación de los antece�dentes señalados en el inciso primero.

	Artículo 13.� En la primera página o en la página editorial o en la última y en lugar destacado de todo diario, revista o escrito periódico, y al iniciarse y al finalizar las transmisiones diarias de toda emisora de radiodifusión sonora o televisiva, se indicarán el nombre y el domicilio del propietario o concesionario, en su caso, o del representante legal, si se tratare de una persona jurídica. Las mismas menciones deberán hacerse respecto del director responsable.

	Artículo 14.� Toda persona que tenga a su cargo cualquier tipo de establecimiento impresor, deberá poner un pie de imprenta en cada uno de los ejemplares que publique, el cual deberá especificar el nombre de éstos, el lugar y la fecha de la impresión.

	Igual obligación tendrán las personas que tengan a su cargo establecimientos de grabación sonora o de producción audiovisual o de difusión televisiva o cinematográfica.

	Artículo 15.� Todo responsable de un establecimiento impre�sor enviará, de los impresos que publique y al tiempo de su publicación, dieciocho ejemplares a la Biblioteca Nacional.

	Para el solo efecto de lo establecido en el inciso anterior, se entenderá por impreso toda reproducción del pensamiento humano por medio de la imprenta, o de discos, cintas magnetofónicas, mimeógrafos, material fílmico o audiovisual u otros procedimientos similares, que estén destinados a ofrecerse  al público.

	Cuando un trabajo de impresión se efectúe en parte en un taller y en parte en otro, será el editor quien deberá cumplir con la obligación indicada en el inciso primero.

	Los importadores de alguno de los materiales señalados en este artículo, destinados a circular en el país, deberán enviar dos ejemplares de cada uno de esos títulos u obras a la Biblioteca Nacional, cuando el conjunto internado sea igual o superior a mil anuales. 

	Los impresos que se envíen a la Biblioteca Nacional serán distribuidos conforme con el reglamento.

	Artículo 16.� Las estaciones de radiodifusión, las de televisión de libre recepción y las de recepción limitada respecto de sus programas de origen nacional, estarán obligadas a dejar copia o cinta magnetofónica y a conservarla durante 30 días, de toda transmisión de noticias, entrevistas, charlas, comentarios, conferencias, disertaciones, editoriales o discursos.

	Artículo 17.� La infracción de cualquiera de los requisitos y exigencias señalados en las disposiciones precedentes de este título se sancionará con multa de dos a ocho unidades tributarias mensuales.

	Del pago de tales multas, en lo que fuere pertinente, aplicadas al director, será solidariamente responsable el propietario o concesionario del medio.

	En caso de infracción de los artículos 10, 11  y 12, el tribunal dispondrá, además, la suspensión  del  medio hasta tanto no se les dé cumplimiento.

	Artículo 18.- El conocimiento y fallo de estas causas corresponderá al juez del crimen correspondiente al domicilio del medio de comunicación social. 

	Artículo 19.� La responsabilidad por las infracciones previs�tas en este título prescribirá en seis meses, contados desde su comi�sión.

Título III.

Del derecho de aclaración y de rectificación.



	Artículo 20.� Todo medio de comunicación social estará obligado a difundir gratuitamente, de acuerdo con lo que establece el artículo 19, Nº 12, inciso tercero, de la Constitución Política, la aclaración o la rectificación que le sea dirigida por cualquiera persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por alguna información difundida a  través de él.

	Lo anterior regirá  aun cuando la información  que la motiva provenga de una inserción o de declaraciones de terceros. En este caso, el medio podrá cobrar el costo en que haya incurrido por la aclara�ción o la rectificación a quien haya ordenado la inserción o efectuado la declaración que la motivó.

	Las aclaraciones y las rectificaciones deberán circunscribirse, en todo caso, al objeto de la información que las motiva y no podrán tener una extensión superior a la de ésta; pero el director del medio no podrá exigir que aquéllas tengan menos de trescientas palabras, ni el afectado que tenga más de mil.  En el caso de la radiodifusión sonora o televisiva, el límite máximo no podrá exceder de dos minutos.

	Toda persona tiene derecho a que se corrijan las inexactitudes y falsedades de los datos que sobre ella se encuentren registradas en alguna base de datos computacionales, pública o privada, acreditando tal circunstancia a través de medios probatorios suficientes y, hecha la rectificación, a que se le otorgue una certificación en que conste la enmienda. Corregida la información, el administrador o responsable del archivo o base de datos computacional lo comunicará a la mayor brevedad a quienes el interesado señale y, en su caso, a aquél que la proporcionó originalmente o sirvió de fuente de la información enmendada.

	El administrador o responsable de un archivo de datos que no haya aceptado la corrección solicitada por la persona que se sintiera afectada, podrá ser requerido judicialmente a través del procedimiento establecido en el artículo 23, pudiendo ser obligado a efectuar la rectificación, enmienda o complementación por sentencia judicial, y a indemnizar los perjuicios que hubiere causado.

	Artículo 21.� Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 62 de esta ley, todo interesado podrá, a su costa, solicitar direc�tamente de las emisoras de radiodifusión sonora o televisual la entrega de las copias o cintas a que se refiere el artícu�lo 16, las que el medio requerido deberá poner a disposición del peticionario dentro de tercero día.

	El requerimiento al medio de comunicación social en que se solicite que se publique o emita una aclaración o una rectificación, deberá  dirigirse a su director, o a la persona que deba reemplazarlo, de acuerdo con  lo señalado en el artículo 12, inciso tercero, letra c), dentro del plazo de veinte días, contado  desde la fecha de la difusión  que las motive.

	Los notarios y los receptores judiciales estarán obligados a notificar el requerimiento al director del medio de comunicación social en que hubiere apare�cido o se hubiere difundido la información objeto de la aclara�ción o rectificación, o a quien  deba reemplazarlo, a simple solicitud del interesado.  La notificación se hará por medio de una cédula que contendrá íntegramente el texto de la respuesta, la que será entregada al director o a la persona que lo reempla�ce.

	Artículo 22.� El escrito de aclaración o de rectificación deberá publicarse íntegramente, sin intercalaciones, en la misma página y con los mismos caracteres que la información que los haya provocado.

	En el caso de emisoras de radiodifusión sonora o televisiva, la aclaración o la rectificación deberán difundirse en el mismo espacio, hora�rio, programa o audición y con las mismas características de la transmisión que las haya motivado. Si, por cualquiera  razón,  dicho programa o audición hubiere dejado  de transmitirse, la difusión se hará en el mismo día y horario en que aquélla se efectua�ba, precedida de  una explicación sobre este hecho, emanada  de la dirección responsable del medio. Lo anterior regirá sin perjuicio de lo establecido en el artículo 31.

	La difusión destinada a rectificar o aclarar se hará, a más tardar, en la primera edición o transmisión que reúna las características indicadas y que se efectúe después de las veinticuatro horas siguientes a la entrega de los originales que la contengan. Si se tratare de una publicación que no aparezca todos los días, la aclaración o la rectificación deberán entregarse con setenta y dos horas de anticipación, por lo menos.

	El director del medio de comunicación social no podrá negarse a difundir la aclaración o la rectificación, salvo que ellas no se ajusten a las exigencias del inciso tercero del artículo 20. Se presumirá su negativa si no difundiere la aclaración o la rectificación en el plazo señalado en el inciso anterior.

	Si el medio hiciere nuevos comentarios a la aclaración o a la rectificación, el afectado tendrá derecho a réplica según las reglas anteriores.  En todo caso, tales  comen�tarios deberán hacerse en forma tal, que se distingan claramente de dicha aclaración o rectificación.

	Artículo 23.� La reclamación por las infracciones de los artículos anteriores deberá hacerse al juez del crimen competente, acompañada de los medios de prueba que le sirvan de fundamento.

	Artículo 24.- La reclamación será notificada al director o a la persona que lo reemplace y al  repre�sentante legal del medio, por cédula que contendrá copia íntegra de ella  y su proveí�do. Serán lugares hábiles para practicar esta notificación los domicilios que se hubieren señalado en conformidad con lo dispues�to en las letras b) y c) del inciso tercero del artículo 12.

	El tribunal concederá a los emplazados tres días para responder. Vencido este término, hayan o no hayan contestado, resolverá sin más trámite y en forma fundada.

	El tribunal, en la resolución que ordene publicar la aclaración o la rectificación, podrá aplicar al director una multa de cuatro a doce unidades tributarias mensuales. Esta resolución será apelable en el solo efecto devolutivo y el recurso será visto de preferencia sin esperar la comparecencia de las partes.

	El director que desobede�ciere la orden de publicar la aclaración  o la rectificación, será  sancionado como autor del delito de desacato con la pena del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil y, además, con una nueva multa  de doce a veinte unidades tributa�rias mensuales, sin perjuicio de decretarse  la suspensión inmediata e  indefinida del medio de que se trate. Estas últimas serán impuestas de inmediato por el tribunal.

	El propietario del órgano en que deba efectuarse la  publicación o el concesionario de la estación radiodifusora o televisiva , podrá solicitar se alce la suspensión decretada por el juez, comprometiéndose a insertar o difundir la respuesta en la primera edición o transmisión próximas. Si alzada dicha medida no se insertare o difundiere la respuesta, el tribunal decretará la suspensión inmediata del medio, la que cesará de pleno derecho cuando se produzca la referida publicación.

	Cuando por  aplicación de las disposiciones de este artículo un medio de comunicación social fuere suspendido temporalmente, su personal perci�birá, durante el lapso de la suspensión, todas las remunera�ciones a que legal o contractualmente tuviere derecho, en las mismas condiciones como si estuviere en funciones.

	Artículo 25.- Toda persona tiene derecho a exigir que los antecedentes, datos o relación de hechos propios de su intimidad o privacidad, amparados por el artículo 19, N° 4°, de la Constitución Política del Estado, sean excluidos de un archivo de datos cuya finalidad sea transferirlos o difundirlos por cualquier medio, a menos que su inclusión tenga un fundamento legal.

 	Artículo 26.� El derecho a que se refiere este título prescribirá dentro del plazo de veinte días, contado desde la fecha de la emisión. Sólo podrá ser ejercido por la persona ofendi�da o injustamente aludida; por sus familiares, en caso de fallecimiento de ésta, o por su representante, en caso de enfermedad o ausencia.

	Para todos los efectos relativos a esta ley, se entenderá por "familia" o "familiares" de una persona el cónyuge, los parientes en la línea recta por consanguinidad o afinidad legítima, los padres e hijos naturales y la descendencia legítima de éstos, los hijos ilegítimos reconocidos y los colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad o afinidad legítimas.

Título IV.

De los delitos.

Párrafo 1º. 

De los delitos cometidos a través de un medio de comunicación social



	Artículo 27.� El que a través de algún medio de comunicación social  induzca directamente a la comisión de crímenes o simples delitos, será castigado con la pena de reclusión menor en cualquiera de sus grados y multa de veinte a cien unidades tributarias mensuales.

	Artículo 28.� El que, por cualquier medio de comunicación social  reali�zare publicaciones o transmisiones que conciten el odio, la hostilidad o el menosprecio respecto de personas o colectividades en razón de su raza, religión o nacionalidad, será penado con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, se podrá elevar la multa hasta cien unidades tribu�tarias mensuales.

	Artículo 29.� La atribución de hechos, noticias o documentos substancialmen�te falsos,  o supuestos, o alterados en forma esencial, o imputados inexactamente a una persona, a través de algún medio de comunicación social, será sancionada con multa de veinte a cien unidades tributarias mensuales cuando ocasionare grave daño a la seguridad, el orden, la administración, la salud o la economía públicos.

	La misma sanción se aplicará cuando la difusión de tales contenidos fuere lesiva a la dignidad, el crédito, la reputación o los intereses de personas natura�les y sus familiares o de personas jurídicas.

	Artículo 30.� En los casos del artículo 29, la rectificación completa y oportuna en el mismo medio de comunicación social será causal extintiva de la responsabilidad penal. 

	Respecto de la responsabilidad civil, el juez deberá considerar dicha rectificación al resolver sobre la apreciación del daño. 

	Se entenderá completa y oportuna la recti�ficación que admita sin reticencias la falsedad de los hechos, noticias o documentos divulgados y que sea hecha antes de la audiencia a que se refieren los artículos 554 y 574 del Código de Procedimiento Penal; o aquella que se efectúe en el formato y oportunidades indicados en el inciso tercero del artículo 22. 

	La rectificación misma  deberá efectuarse con idénticas carac�terís�ticas a las que hubiere tenido la difusión de las falseda�des y le será igualmente aplicable lo prescrito en el inciso final del artículo anterior�mente citado.

	Artículo 31.� El medio de comunicación social  que a sabiendas publicare  documentos oficiales que tuvieren carácter secreto  por disposición de la ley, será sancionado con multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales. Si esta difusión causare alguno de los daños a que se refiere el artículo 29, la multa será de veinte a cien unidades tributarias mensuales.

	Artículo 32.� Los delitos de calumnia e injuria cometi�dos a través de cualquier medio de comunicación social, serán sancionados con las penas corporales señaladas en los artículos 413; 418, inciso prime�ro, y 419 del Código Penal, y con multas de veinte a ciento cincuenta unidades tributarias mensuales en los casos del Nº 1 del artículo 413 y del artículo 418; de veinte a cien unidades tributarias mensuales en el caso del Nº 2 del artículo 413 y de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales en el caso del artículo 419.

	Artículo 33.� Al inculpado de haber causado injuria por algún medio de comunicación social, no le  será admitida prueba sobre la verdad de sus expresiones sino cuando hubiere imputado hechos determi�nados y concurrieren  también  una o más de las circunstancias siguien�tes:

	a) Que la imputación se produjere con motivo de defender un interés público real.

	b) Que el afectado ejerciere funciones públicas y la imputación se refiriere a hechos propios concernientes a  tal ejercicio.

	c) Que la imputación aludiere a directores o administradores de empresas comerciales, industriales o financie�ras, que solicitaren públicamente capitales o créditos y versare sobre hechos relativos a su desempeño en tales calidades, o sobre el estado de los negocios de las empresas en cuestión.

	d) Que la imputación se dirigiere contra algún testigo en razón de la deposición que hubiere prestado, o de ministros de un culto permitido en la República sobre hechos concernientes al desempeño de su ministerio.

	En estos casos, si se probare la verdad de la imputación, el acusado será sobreseído definitivamente o absuel�to de la acusación.

	No constituirán injurias las apreciaciones que se formularen  en artículos de crítica política, literaria, histórica, artística, científica, técnica o deportiva, salvo que su tenor pusiere de manifiesto el propósito de injuriar, además del de criticar.

	Artículo 34.� La imputación, a través de un medio de comunicación social, de un hecho o acto falso relativos a la vida privada y pública y a la honra de una  persona y de su familia, o que les cause injustificadamente daño o descrédito, será sancionada con la pena de multa de veinte a cien unidades tributarias mensua�les, la que se duplicará en caso de reiteración o de reincidencia.

	Al inculpado se le admitirá prueba de verdad de la imputación, a menos que ella constituya por sí misma el delito de injurias a particulares, en los siguientes casos:

	a) Si acreditare que el hecho verdadero imputado, aunque perteneciente a la vida privada, posee real importancia respecto del desempeño correcto y eficaz de la función públi�ca, o de la profesión u oficio del afecta�do, o de alguna actividad de significativa relevancia para la comunidad, o

	b) Si el ofendido exigiere prueba de verdad de la imputación contra él dirigida,  siempre que dicha prueba no afectare el honor o los legítimos secretos de terceros. 

	En los casos de las letras a) y b)  del inciso anterior, probada la verdad de la imputación, el inculpado quedará exento de pena.

	Artículo 35.� Será sancionado con presidio menor en sus grados mínimo a medio y con multa de cien a doscientas unidades tributa�rias mensuales el que  maliciosamente captare palabras o imágenes de otra persona, no destinadas  a  la publicidad. El que las difundiere, sin el consentimiento del afectado, produciendo a su respecto daño o descrédito, será sancionado con presidio menor en cualquiera de sus grados y multa de doscientas a cuatrocientas unidades tributarias mensuales.

	Artículo 36.�  La  difusión de noticias o informaciones emanadas de jui�cios, procesos o gestiones judiciales pendientes o afina�dos, no podrá invocarse como eximente o atenuante de responsabi�lidad civil o penal, si con dicha difusión se cometiere alguno de los delitos sancionados en los artículos 32, 34, 35 y 38.

	Se exceptúan  de lo  dispuesto en el inciso anterior las publicaciones jurídicas de carácter especializado, las que no darán lugar a responsabilidad civil ni penal por la difusión de noticias o  informaciones de procesos o gestio�nes judiciales.

	Artículo 37.� Se prohíbe la divulgación, por cualquier medio de comunicación social, de la identidad  de menores de dieciocho años que  sean autores, cómplices, encubridores o víctimas de delitos, o de cualquier otro antecedente que, directa o indirectamente, conduzca a ella. 	La infracción de este artículo será sancionada con multa de veinte a cien unidades tributarias mensuales.

	Artículo 38.� El que  cometiere el delito de ultraje público a las buenas costumbres, a través de algún medio de comunicación social, será castigado con prisión en su grado medio a reclusión menor en su grado mínimo y  multa de dos a ochenta unidades tributarias mensuales.

	Se considerará en especial que comete ultraje público a las buenas costumbres y será castigado con las penas establecidas en el inciso anterior:

	a) El que internare, y el que públicamente vendie�re, distribuyere, exhibiere, pusiere en venta, arrendare, donare, ofreciere o difundiere escritos, impresos o no impresos; figu�ras, estampas, dibujos, grabados, emblemas, videos, material de cine, fonogramas, discos, casetes, o cualquier objeto o imagen pornográficos o contrarios a las buenas costumbres. Si la venta, arriendo, donación, oferta, distribución, exhibición o difusión fueren dirigidos a menores de dieciocho años, serán punibles, aunque no se efectúen públi�camente.

	La distribución a domicilio de los escritos u objetos enumerados será castigada también con la misma pena; pero el simple hecho de entregarlos al correo o a alguna empresa de transporte o distribución sólo será pesquisable cuando la entrega se hiciere bajo faja o en sobre abierto, y, en todo caso, después de llegar a poder del consignatario.

	b) El que profiriere o publicare, a través de cualquier medio de difusión expresiones, hechos, acciones, avisos o correspondencia pornográficos o contrarios a las buenas costumbres. 

	c) El impresor, editor o productor de medios de difu�sión, en cuyo taller o estudio se imprimiere o multiplicare material de contenido pornográfico o atentatorio contra la moral o las buenas costumbres.

	El editor, el impresor o el productor sólo podrán excusar su responsabilidad probando que los hechos indicados precedentemente han sido ordenados o realizados sin su conoci�miento o autorización.

	Artículo 39.� El ultraje público a las buenas costumbres, en cual�quiera de las formas enunciadas en el artículo anterior, cuyo objeto sea la perversión de menores de dieciocho años, será castigado con presidio menor en sus grados mínimo a medio y multa de diez a ciento sesenta unidades tributarias mensuales.

	Artículo 40.� Los tribunales sólo podrán suspender la divulga�ción de informaciones por cualquier medio de comunicación social, en juicios penales en estado de sumario, cuando existan antecedentes inequívocos y revestidos de seriedad de que la divulgación pueda entorpecer gravemente el éxito de la investigación, o atentar contra la seguridad del Estado o contra la garantía constitucional señalada en el artículo 19, N° 4°, párrafo primero, de la Constitución Política de la República. Quien infrinja dicha suspensión será sancionado con reclusión menor en sus grados mínimo a medio y multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales.

	La suspensión deberá ser ordenada en resolución fundada y motivada,  por un plazo no superior a veinte días, pudiendo recaer sobre la totalidad de las actuaciones del proceso o sólo sobre alguna o algunas de ellas. En todo caso, el tribunal deberá  decretar el inmediato término de la medida si dejan de existir las circunstancias que la originaron.

	La suspensión regirá desde el momento en que el juez lo deter�mine en su resolución, la que será publicada, en extrac�to redactado por el secretario del tribunal, gratuitamente en el Diario Oficial y, además, en uno o más diarios y en una o más emisoras de radiodifusión sonora y televisiva que el juez deter�mine, del lugar en que se siguiere la causa o de la cabecera de la provincia o de la capital de la región, si allí no los hubiere. La no publicación de la mencionada resolución, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, será sancionada como delito de desaca�to con la pena de reclusión menor en su grado mínimo.

	La resolución que ordene la suspensión será apelable en el solo efecto devolutivo y no procederá a su respec�to la orden de no innovar. El recurso podrá interponerse por las partes, por los medios afectados o por cualquier persona capaz de parecer en juicio. Deducida la apelación, el tribunal deberá pronunciarse sobre su procedencia dentro de las veinti�cuatro horas siguientes y elevará los antecedentes de inmediato al tribunal de alzada respectivo. El recurso gozará de prefe�rencia, debiendo verse, en todo caso, el día hábil siguiente de ingresado a la Corte respectiva, en tabla agregada. Sin perjuicio de este recurso, en cualquier momento, las partes, los medios afectados o cualquier persona podrán pedir la revocación de la suspensión. La resolución que recaiga en ella será apelable en los mismos términos.

	Artículo 41.� Los medios de comunicación social se eximirán de respon�sabili�dad penal respecto de la publicación de las opiniones vertidas por los parlamentarios en los casos señalados en el inciso primero del artículo 58 de la Constitución Política, demos�trando su exacta conformidad con lo por ellos expresado.

	Tampoco  dará lugar a acción penal  la difusión de las alegaciones produ�cidas ante los tribunales de justicia.

Párrafo 2º.

De los delitos cometidos contra las libertades de

opinión y de información.



	Artículo 42.� La persona que desempeñando funciones públicas impidiere arbitrariamente la libre y legítima publicación de opiniones o informaciones a través de cualquier medio de comunicación social, fuera de los casos previstos por la Constitución o la ley, sufrirá la pena de reclusión menor en su grado mínimo y multa de cuarenta a cien unidades tributarias mensuales.

	Artículo 43.� En razón de los propósitos del decreto ley Nº 211, de 1973, se considerarán, entre otros, como hechos, actos o conven�ciones, que tienden a impedir la libre competencia, los que entraben la producción de informaciones, el transporte, la distribución, la circulación, el avisaje  y la comercialización de los medios de  comunicación. Quienes los ejecuten o cele�bren incurrirán en la pena establecida en el artículo 1º, inciso primero, de ese cuerpo legal.

	Para los efectos del inciso segundo del artículo 1º de ese decreto ley, se reputarán artículos o servicios esenciales los pertinentes a la operación o mantención de los medios de comunicación social.

	Cualquier hecho o acto relevante relativo a la modificación o cambio en la propiedad de un medio de comunicación social deberá ser informado a la respectiva Comisión Preventiva Regional o a la Comisión Preventiva Central, según corresponda, dentro de treinta días de ejecutado.

	Para los efectos de lo previsto en este artículo, se aplicarán los procedimientos y sanciones contemplados en dicho decreto ley, con la salvedad de los procesos criminales a que pueda dar lugar, respecto de los cuales regirá lo dispuesto en la letra b) del  artículo 52.

Título V

De la responsabilidad y del procedimiento.



	Artículo 44.� La responsabilidad penal por los delitos cometi�dos en razón del ejercicio abusivo de las libertades de emitir opinión y de informar, a través de algún medio de comunicación social, se determinará según las reglas generales del Código Penal y el inciso segundo del artículo 39 del Código de Procedimiento Penal.

	Se considerará también autores, tratándose de los medios de comunicación social, al director o a quien legalmente lo reemplace al efectuarse la difusión.

	Quedarán exentas de responsabilidad penal las personas señaladas en el inciso anterior, cuando acrediten que no hubo culpa de su parte en la difusión delictuosa.

	Artículo 45.� La acción civil para obtener la indemnización de daños y perjuicios derivada de delitos penados en esta ley se regirá por las reglas generales.

	La comisión de los delitos se�ñalados en los artículos 29, 32 y  34  dará derecho a indemnización por el daño emergente, el lucro cesante y el daño moral.

	Si la acción civil fuere ejercida por el ofendido, no podrán ejercerla sus familiares. Si sólo la ejercieren éstos, deberán obrar conjuntamente y constituir un solo mandatario.

	El tribunal fijará la cuantía de la indemnización tomando en cuenta los antecedentes que resultaren del proceso sobre la efectividad y gravedad del daño sufrido, las facultades económicas del ofensor, la calidad de las personas, las circuns�tancias del hecho y las consecuencias de la imputación, difusión o amenaza para el ofendido. En estos casos la prueba se apreciará en conciencia. Todo ello será sin perjuicio de lo establecido en el artículo 31.

	No regirá en estos casos lo  dispuesto en el artículo 2331 del Código Civil.

	Artículo 46.� Si las conductas a que se refieren los artícu�los 32 y 34 consistieren en la imputación de la comisión de un delito, no habrá lugar a indemnización cuando se probare tal comisión por sentencia ejecutoriada.

	Tampoco habrá lugar a acción civil de perjuicios cuando, tratándose de una noticia falsa, en los términos expresados en el artículo 29, el medio de comunica�ción se limitare a reproducir noticias, informaciones o declaraciones que provinieren de una fuente que, a juicio del tribunal, sea razonablemente confiable o idónea respecto de la materia de que se trate, o que se difundiere en programas, secciones o espacios determinados, transmitidos en directo y abiertos al público, respecto de los cuales se señalare expresamente que lo allí difundido no comprome�te al medio de comunicación social.

	Artículo 47.� La justicia ordinaria será siempre competente para conocer de los delitos de cualquier espe�cie, cometidos a través de un medio de  comunica�ción social con motivo del ejercicio de las libertades de opinión e información, así como de las acciones civiles derivadas de aquéllos.

	La competencia a que se refiere el inciso anterior no se alterará en razón de la conexidad a que se refiere el artículo 165 del Código Orgánico de Tribunales, ni por la aplica�ción de las normas sobre concurso ni en virtud del fuero que goce alguna de las partes, el afectado o sus responsables criminal o civilmente, ni por motivo sobreviniente alguno.

	Artículo 48.� Sin embargo, las causas mencionadas en el inciso primero del artículo anterior, que versen sobre delitos previstos y sancionados en el Código de Justicia Militar o en la ley Nº 12.927, sobre Seguridad  del  Estado, cometidos exclusivamente por militares, serán de la competencia de los tribunales milita�res. En tales procesos no se aplicarán, en caso alguno, las normas  de extensión  establecidas en los artículos 168 y 169 del Código Orgánico de Tribunales, 11 del Código de Justicia Militar e incisos cuarto y quinto del artículo 26 de la ley sobre Seguri�dad del Estado.

	Si  en tales causas alguno de los delitos indicados en el inciso precedente o algún delito con ellos conexo hubiere sido cometido conjunta o separadamente por civiles y militares, se juzgará a  todos ellos en un solo proceso, cuyo conocimiento corresponderá, en primera instancia, a un ministro de la Corte de Apelaciones respectiva y, en segunda instancia, a la Corte con excepción de ese ministro; si el tribunal de segunda instancia  constare de más de una Sala, conocerá de estas causas la  que corresponda, previo sorteo. 	Esta regla de competencia prevalecerá sobre toda otra.

	Artículo 49.� Si  con motivo de la comisión de distintos delitos y a consecuencia de la aplicación de las reglas establecidas en los artículos precedentes, un mismo agente militar resultare inculpado o procesado en causas substanciadas coetáneamente por la justicia ordinaria y la militar, preferirán las medidas o diligencias decretadas por esta última a las ordenadas por aquélla.

	Los tribunales deberán remitirse recíprocamente copias de los autos de procesamiento y de las resoluciones que se dictaren en sus respectivas causas, las que deberán agregar�se a los autos.

	El tribunal que dictare el último fallo no podrá considerar circunstancias modificatorias de la responsabili�dad criminal que, de estar acumulados los procesos, no se hubieren podido tomar en cuenta.

	El procesado podrá solicitar del tribunal superior común, dentro del plazo de un año, a contar de la fecha del último fallo, la unificación de las penas cuando ello lo beneficia�re.

	Artículo 50.� De las causas relativas a los delitos previstos y sancio�nados en el Título IV, así como de las mencionadas en el inciso primero del artículo 47, conocerá el juez del crimen competente según las reglas generales. Sin embargo, cuando se trate de delitos contemplados en la ley No.12.927, sobre Seguridad del Estado, se aplicará siempre la disposición del inciso primero del artículo 26 de dicho cuerpo legal.

	Artículo 51.� En la tramitación de las causas referentes a los delitos previstos y sancionados en el Título IV, se aplicará el procedimiento sobre faltas del Título I del Libro Tercero del Código de Procedimiento Penal, con la sola excepción de los artículos 551, 569, 563 y 568 de dicho cuerpo legal. 

	Artículo 52.� Sin embargo, se seguirá la tramitación estable�cida en el Libro Segundo del Código de Procedimiento Penal en los casos siguientes:

	a) En las causas relativas a los delitos establecidos en los artículos 31 y 35.

	b) En los procesos criminales indicados en el artículo 43, pero con las modificaciones contenidas en el título V del decreto ley N° 211, de 1973.   

	c) En las causas indicadas en el inciso primero del artículo 47,  relativas a delitos no sancionados en el Título IV.

	Artículo 53.� Sin perjuicio de las reglas de los artículos preceden�tes, regirá la tramitación establecida en el Título VI de la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado, en los casos siguientes:

	a) Cuando alguna de las causas señaladas en el primer inciso del artículo 47 verse acerca de delitos de la ley de Seguridad del Estado.

	b) En el caso contemplado en el inciso segundo del artículo 48.

	Artículo 54.�  Las causas señaladas en el inciso primero del artículo 48, atinentes a delitos del Código de Justicia Militar, se trami�tarán según el procedimiento establecido en el Título II del Libro Segundo del Código de Justicia Militar.

	Artículo 55.� No obstante las disposiciones de los artículos precedentes, los juicios por los delitos de calumnia e injuria, cuando se perpetraren a través de algún medio de comunicación social, se tramitarán en conformidad con el  procedimiento establecido en el Título II del Libro Tercero del Código de Procedimiento Penal.

	Artículo 56.� En todo caso, en los procedimientos señalados en los artículos 51, 52, 53, 54 y 55, cuando las causas versen sobre crímenes o simples delitos, habrá lugar a los recursos de casa�ción, en la forma y en el fondo, y de revisión, conforme con las reglas generales.

	Artículo 57.� Habrá acción pública para perseguir los delitos penados en esta ley, con excepción de los contempla�dos en los artículos 29, inciso segundo; 32, 33 y 34, cuyas acciones sólo podrán ser ejercidas por el personalmente ofendido o por sus familiares, en caso de su fallecimiento, enfermedad o ausencia.

	Artículo 58.� Durante el período probatorio o en la audien�cia de prueba, según corresponda, las partes podrán solicitar del tribu�nal un informe pericial sobre aspectos técnicos de la función perio�dística que, a su juicio, resulten indispensables para el mejor acierto del fallo. El perito será designado conforme con las normas generales del procedimiento civil o penal, según el caso, y deberá tener una experiencia de trabajo de, a lo menos, diez años en medios de comunicación social.

	Las asociaciones gremiales o corporaciones que agrupen a periodistas o a medios de comunicación social   podrán proponer a las Cortes de Apelaciones listas de personas idóneas para ejercer como peritos, de acuerdo con lo señalado  en este artículo.

	Artículo 59.� En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 114 del Código de Procedimiento Penal, el juez podrá ordenar que se recojan no más de cuatro de los ejemplares o copias que presumiblemente haya servido para cometer alguno de los delitos contemplados en esta ley.

	Esta medida podrá hacerse extensiva a todos los ejemplares o copias de la publicación presuntamente abusiva, si se tratare de los delitos contemplados en los artículos 27 y 38.	

	En la sentencia condenatoria, podrá ordenarse, en todo caso, el comiso o la destrucción total o parcial de los impresos o de las grabaciones sonoras o audiovisuales de cual�quier tipo, por medio de las cuales se haya cometido el delito. La sentencia condenatoria por delito de ultraje público a  las buenas costum�bres ordenará necesariamente dicha destrucción.

	Artículo 60.� Si la pena aplicada conforme con esta ley fuere sólo de multa, el hecho delictivo será considerado simple delito para todos los efectos legales.

	Artículo 61.� Tanto la acción penal como la civil provenien�tes de los delitos previstos en los artículos 27, 28, 29, 31, 32, 34, 37 y 38 prescribirán en el plazo de seis meses,  contado desde la fecha en que hubiere comenzado la difusión abusiva.

	Si la difusión se hubiere realizado inicialmente sólo en el extranjero, los plazos de prescripción señalados en el inciso anterior empezarán a correr desde la fecha de su difusión en el territorio nacional.

	Respecto de los demás delitos considerados en esta ley, el plazo de prescripción de la acción penal será el que corresponda según lo preceptuado en el artículo 94 del Código Penal y el de la acción civil el señalado en el artículo 2332 del Código Civil, los que comenzarán a correr desde el día de la perpetra�ción del hecho delictivo.

	El ejercicio de la acción penal, en cualquiera de sus formas, interrumpirá la prescripción de la acción civil, la que comenzará nuevamente a correr una vez ejecutoriada la senten�cia dictada en el juicio criminal.

	Artículo 62.� El tribunal del crimen competente, a petición del interesado, motivada en la posible comisión de un delito y a su costa, podrá requerir, de las emisoras de radiodifusión sonora y televisiva, el envío de las copias o cintas a que se refiere el artículo 16, para ponerlas a disposición del solicitante. Dicho envío deberá efectuarse dentro de tercero día de notificada al director responsable o a quien lo reemplace la resolución que acoja la petición.

	Artículo 63.� Siempre que alguno de los ofendidos lo exigie�re, el tribunal de la causa ordenará la difusión, en extracto redac�tado por el secretario del tribunal, de la sentencia condena�toria recaída en un proceso por alguno de los delitos a que se refiere el párrafo 1º del Título IV, en el medio de comunicación social en que se hubiere cometido la infracción. Tratándose de otros medios de difusión, la publicación se hará en aquél que el juez determine, a costa del ofensor.

	El director que desobedeciere dicha orden será sancionado con una multa de seis a diez ingresos mínimos. 	Sin perjuicio de lo anterior, el tribunal ordenará apercibir, tanto al director como al propietario o concesionario del medio o a quien los represente, para que se efectúe la difusión en la edición o transmisión que el juez determine. Si tal apercibimien�to no fuere atendido, el tribunal decretará la suspensión indefi�nida del medio, la que cesará sólo cuando se produzca la publica�ción.

Disposiciones varias.

	Artículo 64.- Agrégase en el artículo 18 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, el siguiente inciso:

	“Ninguna personal natural o jurídica que participe en la propiedad de un servicio de televisión de libre recepción podrá participar en la propiedad de otro de igual naturaleza que cubra la misma zona de servicio.”

	Artículo 65.� Derógase el número 1 del artículo 158 del Código Penal.

	Artículo 66.� Introdúcense en la ley Nº 12.927, sobre Seguridad del Estado, las siguientes modificaciones: 

	a) Reemplázase el artículo 17 por el si�guien�te:

	"Artículo 17.- La responsabilidad penal por los delitos previs�tos y san�cionados en esta ley, cometi�dos por medio de la prensa escri�ta, se deter�minará según las reglas genera�les del Código Penal y el inciso segundo del artículo 39 del Código de Procedimiento Penal.

	Se considerará también autores al director o a quien legal�mente lo reemplace al efectuarse la difusión.

	b) Reemplázase el  artículo 18 por el siguiente:

	"Artículo 18.- Quedarán exentas de responsabilidad penal las personas señaladas en el inciso segundo del artículo precedente cuando acredi�ten que no hubo culpa de su parte en la difusión delictuo�sa.

	Tratándose de impresiones clandestinas, el impre�sor o la persona que tuviere a su cargo la impren�ta, lito�gra�fía o taller impresor, responderán en todo caso."

	c) Reemplázase el artículo 19 por el siguiente:

	"Artículo 19.- La determinación de la responsabilidad por los delitos penados en esta ley, cometidos por medio de la radiodi�fusión o de la televi�sión, se sujeta�rá a las reglas señaladas en los artícu�los 17 y 18, inciso primero."

	Artículo 67.- Cuando el Estado otorgue una concesión radial o televisiva en atención a las características especiales del concesionario, éste sólo podrá enajenarla previa autorización de la autoridad respectiva, a menos que el adquirente sea una institución que reúna las mismas características del concesionario que vende.	

	Artículo 68.� Derógase la ley Nº 16.643, sobre Abusos de Publi�cidad, sin perjui�cio de lo establecido en el artículo 1° transitorio.

Artículos transitorios.

	Artículo 1°.-  Mientras no se dicte una disposición legal expresa sobre las materias a que se refieren los incisos segundo y tercero  del artículo 3º y los artículos 49, 51 y 52, todos  de la ley Nº 16.643, conti�nua�rán vigentes las mencionadas disposiciones. 

	La norma del primer  inciso  del artículo 15 de esta ley se aplicará a todos los impresos.

	Artículo 2º.� Los jueces militares y las Cortes Marcia�les, dentro de los quince días siguientes a la publicación de esta ley, deberán remitir a la Corte de Apelaciones respectiva los procesos pendientes sobre delitos cometidos con ocasión del ejercicio de las libertades de opinión e información y que, en virtud de los artículos 47 y 48, inciso segundo, pasen a ser de la competencia de los tribunales ordinarios. La Corte de Apelaciones distribuirá tales causas según las reglas establecidas en los párrafos 5° y 7° del Título VII y artículo 50 del Código Orgánico de Tribu�nales, según corresponda.

	Si el proceso se encontrare sometido al conocimiento de la Corte Suprema, el plazo establecido en el inciso anterior comenzará a  correr desde que la causa sea recibida por el juez militar o la  Corte Marcial, según sea el caso.

	Artículo 3°.�  Para la vista y fallo de las causas indica�das en el inciso primero del artículo 46 y segundo del artículo 47, que a la fecha de su entrada en vigencia se encuentren pendien�tes ante la Corte Suprema, regirá lo prescripto en los artículos 93 y 99 del Código Orgánico de Tribunales."

		--------

	Se designó Diputado Informante al señor Zarko Luksic Sandoval.

	Sala de la Comisión, a 16 de mayo de 1995.









	Acordado en sesiones de fecha 19 de octubre y 2 de noviembre de 1993;  15 y 22 de noviembre,  6, 13 y 20 de diciembre de 1994; 3, 10 y 17 de enero, 14 de marzo, 11 y 18 de abril, 2, 9 y 16 de mayo de 1995, con la asistencia de los diputados señores Chadwick (Presidente), Aylwin, Bombal y Cornejo; señora  Cristi; señores Elgueta, Espina, Ferrada, Longton, Luksic, Martínez, don Gutenberg; Pérez, don Aníbal; Ribera,  Viera-Gallo, Walker, y señora Wörner.





Adrián Alvarez Alvarez

Secretario de la Comisión







� Art. 19. La Constitución asegura a todas las personas:

“12°. La libertad de emitir opinión y la de informar, sin censura previa, en cualquier forma y por cualquier medio, sin perjuicio de responder de los delitos y abusos que se cometan en el ejercicio de estas libertades, en conformidad a la ley, la que deberá ser de quórum calificado.

La ley en ningún caso podrá establecer monopolio estatal sobre los medios de comunicación social.

Toda persona natural o jurídica ofendida o injustamente aludida por algún medio de comunicación social, tiene derecho a que su declaración o rectificación sea gratuitamente difundida, en las condiciones que la ley determine, por el medio de comunicación social en que esa información hubiere sido emitida.

Toda persona natural o jurídica tiene el derecho de fundar, editar y mantener diarios, revistas y períódicos, en las condiciones que señale la ley.

El Estado, aquellas universidades y demás personas o entidades que la ley determine, podrán establecer, operar y mantener estaciones de televisión.

Habrá un Consejo Nacional de Televisión, autónomo y con personalidad jurídica, encargado de velar por el correcto funcionamiento de este medio de comunicación social. Una ley de quórum calificado señalará la organización y demás funciones y atribuciones del referido Consejo.

La ley establecerá un sistema de censura para la exhibición y publicidad de la producción cinematográfica.” 

� Ninguna de estas dos materias se recoge en el texto aprobado por vuestra Comisión, dado que hubo consenso unánime en rechazarlas. En vez de funciones privativas se habla de funciones “preferentes”.

� El proyecto que vuestra Comisión ha aprobado consta de un total de 68 artículos permanentes y tres transitorios.

� Rechazado por la Comisión. Comprendía los arts. 60 al 62.

� En el proyecto aprobado, en vez de “funciones privativas” se ha optado por consagrar funciones que corresponden “preferentemente” a la profesión periodística.

� En su acepción más amplia, la cláusula de conciencia, que se consagraba en el artículo 8°,  es una norma, implícita en el contrato de trabajo periodístico, que otorga al periodista el derecho de poner término a su contrato de trabajo, hecho, además, que obliga a indemnizarle, cuando el medio de comunicación para el cual trabaja cambia de orientación, adoptando una línea contraria a las convicciones éticas, políticas, filosóficas o religiosas del periodista.

Los efectos económicos de la extinción de la relación laboral periodística producida por voluntad unilateral del trabajador, equivalen a los del despido por voluntad del empleador.

Ha sido rechazada, por unanimidad.

�  Este párrafo, como ya se ha señalado, fue rechazado por la Comisión.

� Materia regulada en la disposición segunda transitoria, rechazada por la Comisión.

� De 7 y 14 de septiembre de 1993. 

� El proyecto recoge un número significativo de disposiciones de la Ley Nº 16.643, sobre Abusos de Publicidad y de la ley Nº 12.045, que creó el Colegio de Periodistas, hoy derogada. De ahí que la Comisión hiciera un estudio comparativo del proyecto con dicha legislación, para precisar las principales innovaciones que se han propuesto.

� Los bancos de datos tienen por destino natural poner su documentación a disposición, onerosa o gratuita, de un público, seleccionado o no; es decir, son bases de datos que tienen por destino su utilización por el público.

El “habeas data” o protección de datos personales,  establece las garantías mínimas de calidad y confiabilidad de los datos nominativos o personales que se recojan; el derecho de las personas a exigir que sus datos personales les sean exhibidos; el derecho a que sean rectificados, y el derecho a excluir los datos privados mantenidos sin autorización. Se le grafica de la forma siguiente: Dime que sabes de mí; dime por qué lo sabes; dime para qué los tienes; si no sabes para qué los tienes, bórralos; si sabes para qué los tienes, dímelo y deja que yo te autorice; si esa información es errónea, déjame rectificarla.

� Instigue, persuada.

� El derecho a la intimidad (o a la vida privada, como la llama el texto constitucional), es el reconocimiento de que el concepto amplio de libertad exige que cada persona tenga un ámbito de desarrollo y expresión de su manera de ser que le esté reservado; del cual pueda excluir a los extraños y donde tenga derecho a no ser importunado por la indebida curiosidad ajena. Es indudable que el desarrollo de la ciencia y la técnica moderna hacen posible formas más variadas y profundas de intromisión en la esfera de intimidad de una persona, diferentes a la violación de domicilio, de la correspondencia y de ciertas formas de violación de secretos, que deben ser sancionadas.(Informe de esta Comisión, recaído en el proyecto Bol. 27-06, pág. 24).

� Acorde con el art. 165 del Código Orgánico deTribunales, son delitos conexos los cometidos simultáneamente por dos o más personas reunidas; los cometidos por dos o más personas en distintos lugares o tiempos, si hubiere precedido concierto entre ellas; los cometidos como medio para perpetrar otro delito, o para facilitar su ejecución, y los cometidos para procurar la impunidad de otros delitos.

� En algunos casos, previstos en el artículo 70-A del Código de Justicia Militar, la Corte Suprema se integra con el Auditor General del Ejército o quien deba subrogarlo.
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